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Resumen: Las entidades de la economía social son potencialmente idóneas 
para la adopción de medidas de acción positiva que faciliten la igualdad entre mu-
jeres y hombres. Sus principios y valores incluyen una vocación explícita de igualdad 
y de interés social; además, su estructura participativa y flexible podría favorecer la 
presencia y participación en ellas de mujeres. Sin embargo, se ha constatado reitera-
damente que el entorno económico, social y cultural en el que se desenvuelven las 
organizaciones de economía social influye decisivamente en el mantenimiento en su 
seno de situaciones de desigualdad en perjuicio de las mujeres. En este trabajo re-
flexionamos sobre tales inequidades y cómo el derecho puede ayudar a combatirlas.
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Abstract: The social economy entities are potentially suitable for taking posi-
tive measures to facilitate equality between women and men. Its principles and 
values include an explicit aim of equality and social interest; In addition, its par-
ticipatory and flexible structure could encourage the presence and participation in 
women. However, it has been repeatedly noted that the economic, social and cul-
tural environment in which social economy organizations operate has a decisive in-
fluence on the maintenance of situations of inequality to the detriment of women. 
In this paper we reflect on such inequities and how the law can help fight them.
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Introducción

Por distintas vías, la lucha por conseguir la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres ha dado en los últimos meses un salto cualita-
tivo (tanto, que se habla ya de una «cuarta ola» del movimiento fe-
minista), haciendo que se multiplique la demanda de reflexión teó-
rica al respecto. Esto es especialmente importante a fin de consolidar 
lo conseguido y avanzar en los retos pendientes, ya que la teoría fe-
minista que durante décadas ha explicado y sustentado tales avances 
no es siempre fácil de comprender y divulgar. Tanto más en el actual 
contexto de reacción y ataque a los derechos adquiridos, en el que 
se ha acabado «viralizando» la famosa frase de Simone de Beauvoir: 
«Nunca olvides que basta con una crisis política, económica o reli-
giosa para que los derechos de las mujeres sean cuestionados. Esos 
derechos no son permanentes. Tendrás que mantenerte vigilante du-
rante toda tu vida».

Ahora, que finalmente comienza a aceptarse de forma generali-
zada que hay que parar atención a la situación de desigualdad y de dis-
criminación de las mujeres y adoptar medidas para su erradicación, es 
momento no sólo de constatar los detalles de la situación actual sino 
también de preparar las herramientas, en nuestro caso jurídicas, para el 
cambio. En las líneas que siguen sintetizaremos nuestras reflexiones al 
respecto en relación con el uso del derecho para la consecución de la 
igualdad real en un ámbito concreto, el de las cooperativas y otras enti-
dades de la economía social.

Para ello, debemos tener presente, por una parte, que cuando ha-
blamos de la regulación jurídica de las entidades de la economía social 
nos referimos a las normas emanadas de los poderes públicos (leyes, 
reglamentos, decretos, directivas, órdenes, resoluciones...); pero que 
también hay que tener en cuenta las normas con las que se dotan las 
propias organizaciones (estatutos sociales, reglamentos de régimen in-
terno, acuerdos sociales...). Y que además en las últimas décadas ha 
ido extendiéndose la práctica de elaborar otro tipo de normas, de soft 
law, de carácter no obligatorio (planes de igualdad, memorias de sos-
tenibilidad, códigos de gobierno corporativo, códigos éticos, planes de 
responsabilidad social empresarial…) en las que pueden irse introdu-
ciendo objetivos alcanzables por las organizaciones que las suscriben.

Por otra parte, como es sabido, cuando hablamos de género no 
nos referimos a las diferencias sexuales de origen biológico entre hom-
bres y mujeres; nos referimos a cómo, en base a esas diferencias, se ha 
ido construyendo, social y culturalmente, lo que se considera «lo feme-
nino» y «lo masculino» en cada momento histórico y en cada ámbito 

 
Deusto Estudios Cooperativos 

14 ISSN: 2255-3452, Núm. 12 (2019), Bilbao, pp. 13-55



Herramientas jurídicas para la aplicación de la perspectiva de género a la regulación  
de las cooperativas y otras entidades de la economía social María José Senent Vidal

social1. Un enfoque de género sobre cualquier disciplina supone anali-
zar cómo en ella «esas definiciones legitimadas de «lo femenino» y «lo 
masculino» influyen, regulan, o determinan formas de relación social 
entre los varones y las mujeres que se caracterizan por una distribución 
desigual de espacios de poder a partir de una prescripción de roles di-
ferenciados —percibidos como hecho «natural» y destino inevitable—» 
(Pousada, 2003:10).

Frente a tales estereotipos, «la perspectiva de género es una herra-
mienta o mecanismo de análisis que busca explicar el fenómeno de la 
desigualdad y de la inequidad entre hombres y mujeres»; porque solo 
«cuando se reconozca que hombres y mujeres somos diferentes, pero 
con los mismos derechos y las mismas oportunidades, sólo entonces la 
perspectiva de género estará destinada a desaparecer» (Staff, 2000: 3 
y 6). Y es que «el problema de género no es un «problema de muje-
res» sino que compromete tanto a hombres como a mujeres, porque lo 
que está legitimado es que la diferencia, (lo considerado «diferente») 
puede dar lugar a desigualdad de derechos. Lo que está legitimado 
son espacios de subordinación y de discriminación. Entonces no es un 
problema de mujeres» (Pousada, en Vázquez y Pousada, 2002:437). 
Y, como también se ha dicho, «cada vez es más difícil ser hombre en 
un mundo dominado por las mentalidades de algunos hombres. Este 
puede ser el segundo aspecto que nos puede llevar a colaborar en una 
nueva perspectiva de relaciones entre los géneros; porque la sociedad 
patriarcal no sólo afecta a las mujeres: está afectando a toda la huma-
nidad. Nos afecta en lo personal y en lo social» (Pérez, 19962).

1 «Si nosotros rastreamos desde lo legal cómo se fue construyendo la identidad de 
las mujeres, vemos que en todas las leyes que se dictaron en nuestro país durante el úl-
timo siglo y en los debates parlamentarios previos, la mujer era definida con los atribu-
tos considerados femeninos por el imaginario social de la época. Y que la mayoría de los 
que participaron en el dictado de esas leyes eran hombres, ya que hasta mediados de 
siglo no había representación de legisladoras en el Parlamento. Nos dibujaron los hom-
bres. Dibujaron nuestras necesidades, y las respuestas a nuestras necesidades. En la ac-
tualidad cambiaron un poco las cosas, las leyes son un poco distintas. Pero esto que se 
instaló como estereotipo de qué es ser mujer y qué es ser hombre, persiste más allá de 
las leyes que hayan logrado conquistas en ese sentido. Lo que persiste es el estereotipo, 
como este lugar marcado a la mujer y al hombre, sin reflexionar críticamente que no 
es un lugar natural, sino un lugar adjudicado. Si realmente es un lugar que nos corres-
ponde o que podemos cambiar. El tema es ver cómo estos estereotipos persisten y ope-
ran, no sólo en el exterior sino en nuestro interior», Pousada, en Vázquez y Pousada, 
2000:425.

2 Ver Arwa MAHDAWI, «Los psicológos estadounidenses advierten de que la 
masculinidad tradicional es perjudicial para la salud», eldiario.es, 17/01/19, https://
www.eldiario.es/theguardian/psicologos-estadounidenses-masculinidad-tradicional-
 perjudicial_0_857065008.html, 18/01/19, 12:56.
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Afecta también a las entidades de la economía social. Tales em-
presas son, no cabe duda, potencialmente idóneas para la adopción 
de medidas de acción positiva que faciliten la igualdad entre mujeres 
y hombres (Sajardo y Bakaikoa, 2004:7; Senent, 2007:10; Hernández, 
2012:304 y 305). Por una parte, sus principios y valores incluyen una 
vocación explícita de igualdad y de interés social; por otra, su estruc-
tura participativa y flexible podría favorecer la presencia y participación 
en ellas de mujeres3. Y sin embargo, se ha constatado reiteradamente 
que el entorno económico, social y cultural en el que se desenvuelven 
las organizaciones de economía social influye decisivamente en el man-
tenimiento en su seno de situaciones de desigualdad en perjuicio de 
las mujeres. Como se ha indicado, «a pesar de que la participación y 
aporte de las mujeres al cooperativismo ha sido desde su inicio signi-
ficativa en número y calidad, ha resultado más fuerte la organización 
social patriarcal que las buenas intenciones plasmadas en los princi-
pios cooperativos» (Granser, citado en Pousada, 2003:21). Ya en 2001, 
Delso refería cómo, aunque «la presencia de las mujeres en el empleo 
cooperativo es muy superior a la participación femenina en otras for-
mas de empleo […] En el resto de las situaciones (tipo de contrato, es-
tabilidad en el empleo...) las mujeres socias y trabajadoras de coopera-
tivas encuentran las mismas dificultades que sus homólogas en otras 
empresas», señalando la existencia de barreras a la condición de socias, 
que sus formas de contratación son más precarias (temporal y a tiempo 
parcial), y que existe segregación horizontal y vertical4. Veamos cómo 
se concretan tales inequidades y cómo el derecho puede ayudar a com-
batirlas.

3 Se han señalado, por ejemplo, como ventajas particulares, que la forma jurídica 
cooperativa aporta a las mujeres «una estrategia educativa» que les posibilita adquirir 
nuevas competencias y aptitudes; «un medio para lograr la satisfacción de necesidades 
básicas de ellas y de sus familias», proporcionándoles una cierta seguridad en el em-
pleo, la posibilidad de participar directamente de los excedentes generados y unas me-
jores condiciones de trabajo (compatibilidad laboral y personal, flexibilidad, trabajo en 
equipo...); y «una estrategia organizativa» que les permite adquirir «mayor poder de 
decisión y aumentar su status social» (Ulshoefer, 1991:2). Ver al respecto el estudio de 
Esteban, Gargallo y Pérez, 2016: «se observa que la autogestión permite mayor flexibi-
lidad que otras fórmulas empresariales, en aspectos como la conciliación o las condicio-
nes laborales. Así mismo, las mujeres reconocen que su implicación con la entidad debe 
ser mayor, dado que su futuro laboral depende de la supervivencia de la cooperativa».

4 Para una breve definición de los conceptos de segregación horizontal y vertical 
ver, p. e., http://www.surt.org/maletaintercultural/index.php?vlg=0&vmd=0&vtp=0&vit=
4&tex=20, 22/01/19, 11:49.
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1.  Diagnosticar la realidad. Datos, estadísticas e indicadores, 
actualizados. Los Informes sobre impacto de género

Desde nuestros primeros escritos en materia de Economía social 
y Género venimos señalando la necesidad de contar con información 
actualizada y completa de la situación de las mujeres en el sector de 
la economía social, a fin de conocer el verdadero alcance de la desi-
gualdad; porque la realidad es que los datos desagregados por sexo, 
cuando existen, son insuficientes e incompletos, además de carecer fre-
cuentemente de actualización. Así, en España, los datos más actualiza-
dos con los que contamos son los que suministra el Ministerio de Em-
pleo y Seguridad Social sobre «Características de los Trabajadores de 
la Economía Social, en situación de alta en la Seguridad Social»5. Pero 
tales datos, extraídos de las cotizaciones al Régimen de Seguridad so-
cial de toda clase de cooperativas y sociedades laborales, mezclan e 
impiden discriminar los datos correspondientes a personas socias y a 
trabajadoras por cuenta ajena, no socias; tampoco permiten conocer 
separadamente los datos relativos a quienes trabajan en cada tipo de 
cooperativa (de trabajo asociado, agrarias, de crédito, de consumo…) 
o sociedad laboral; y no incluye información respecto de otras entida-
des de la economía social: asociaciones, fundaciones, empresas de in-
serción, centros especiales de empleo, cofradías de personas pescado-
ras y sociedades agrarias de transformación no parecen tener datos 
accesibles sobre sus integrantes, cuanto menos desagregados por sexo. 
Mucho menos constatables (si no es mediante trabajos específicos y, 
por lo general, mediante muestras reducidas) son los datos relativos a 
presencia de las mujeres en los órganos de representación y gestión, 
a cuáles son sus retribuciones, su formación y su situación personal y 
familiar, en qué condiciones realizan aportaciones económicas, cómo 
concilian...

En efecto, solamente algunos estudios, con algún desfase temporal 
ya y frecuentemente sectoriales (ver, para cooperativas agrarias, Carre-
tero y Avello, 20116; y para cooperativas de trabajo asociado, COCETA, 

5 http://www.empleo.gob.es/es/sec_trabajo/autonomos/economia-soc/Economia 
Social/estadisticas/CaracteristicasTrabajadores/index.htm, 22/01/19, 11:51.

6 Como excepción al desfase temporal, para las agrarias, un trabajo más general de 
Meliá, Carnicer y Juliá, de 2018, incluye (pp. 95 a 98) un breve análisis de las mujeres en 
puestos de responsabilidad en las cooperativas agroalimentarias españolas. Otros estu-
dios se han publicado en los últimos meses (ver el apartado de Bibliografía), que no ha-
cen sino corroborar el creciente interés en la materia y hacer todavía más patente la ne-
cesidad de datos generales, completos, actualizados y fiables.
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2004; FEVECTA, 2003), abordan temas tan significativos en relación 
con la igualdad de mujeres y hombres como su acceso a la condición 
de personas socias, su participación en los órganos de representación 
y dirección, sus retribuciones por los diferentes conceptos, las medi-
das que en su caso adoptan las cooperativas para favorecer la conci-
liación.... Y aun así, con todas las salvedades señaladas, de tales datos 
puede deducirse claramente la existencia y persistencia de la desigual-
dad también en el ámbito de la Economía social. Enunciaremos a conti-
nuación únicamente algunos ejemplos.

De los citados datos desagregados por sexo que aporta el Ministe-
rio de Empleo español respecto de las personas que trabajan en coope-
rativas y sociedades laborales, al cruzarlos con sus categorías profe-
sionales se infiere la denominada segregación vertical, esto es, que la 
promoción profesional de las mujeres también se ve frenada en las en-
tidades de la Economía social.

Así, entre las personas tituladas superiores que trabajan en coope-
rativas y sociedades laborales, se ha alcanzado en 2018 prácticamente 
la paridad de mujeres y hombres, pero tal dato no se corresponde con 
los de personas egresadas de la enseñanza universitaria, donde desde 
hace ya un tiempo son claramente mayoritarias las mujeres7; en cam-
bio, si observamos la categoría de personal diplomado universitario 
encontramos, «sorprendentemente», que el número de mujeres casi 
dobla al de hombres. Si las mujeres son mayoritarias al salir de la uni-
versidad, su presencia debería ser varios puntos mayor que la de los 
hombres en las cooperativas y sociedades laborales, en ambas catego-
rías laborales. Su igualdad en la primera y su abrumadora presencia en 
la segunda refleja, por una parte, los obstáculos que todavía encuen-
tran las mujeres para acceder a los trabajos mejor valorados, econó-
mica y socialmente; y, por otra, que, muy probablemente, mujeres ca-
pacitadas para ejercer tareas de superior clasificación profesional están 
siendo relegadas a las peor pagadas. Y el patrón se repite para las cate-
gorías profesionales administrativas, donde la presencia de mujeres es 
claramente mayoritaria entre las auxiliares administrativas y va disminu-
yendo para las de oficiales y jefes; y también entre oficiales de 1.ª y 2.ª, 
de 3.ª y personal «subordinado» y «no cualificado». También se puede 
constatar la mayor precariedad de la prestación de trabajo de las muje-

7 Los últimos datos publicados en la Estadística de Estudiantes Universitarios (EEU) 
para el Curso 2017-2018 indican que «las mujeres representan el 55,1% de los estu-
diantes de Grado y Primer y Segundo Ciclo» y que entre las personas egresadas son el 
59,5%; son el 54,8% del estudiantado de Master, y únicamente en los estudios de Doc-
torado se da una situación prácticamente paritaria con los hombres. 
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res en cooperativas y sociedades laborales: son mayoría entre las perso-
nas con contratos temporales; y aproximadamente 2/3 de las que tra-
bajan a tiempo parcial.

Todo ello nos lleva a reiterar la necesidad de obtener datos 
desagregados por sexo, completos y actualizados, de las personas 
socias y trabajadoras en las entidades de la Economía social. Sin 
ellos, las medidas que eventualmente puedan adoptarse para supe-
rar las situaciones de desigualdad presentes serán menos eficaces. A 
este respecto se ha de recordar, nuevamente, que el artículo 20 de 
la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva 
de mujeres y hombres (LOIEMH) contiene el mandato a los poderes 
públicos de la inclusión sistemática de la variable de sexo en las es-
tadísticas, encuestas y recogidas de datos que lleven a cabo; el es-
tablecimiento, en su caso, de nuevos indicadores; la realización de 
muestras suficientemente amplias; y la explotación de los datos dis-
ponibles.

Otro aspecto en el que cabe incidir a fin de aportar diagnósticos 
sobre la situación de las mujeres en la economía social es el de la ne-
cesaria realización de Informes de impacto de género. En España, los 
proyectos legislativos, antes de su tramitación parlamentaria, han de 
incorporar un «informe sobre su impacto por razón de género», en 
el que se deberían analizar y valorar sus eventuales efectos desde la 
perspectiva de la eliminación de desigualdades y de consecución de 
igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres. Di-
cho informe debe incluir, en todo caso, entre otros aspectos, la iden-
tificación de los objetivos en materia de igualdad de oportunidades; 
la descripción de la situación de partida, la previsión de resultados y 
la valoración del eventual impacto de género; las medidas para co-
rregir desigualdades o reforzar la igualdad; y las recomendaciones 
para la aplicación de la norma y el desarrollo de medidas comple-
mentarias.

Pero si bien es cierto que los textos legislativos, sean reguladores 
de entidades de economía social o no, van incorporando algunas me-
didas de fomento de la igualdad, también lo es que no se suele cum-
plir el mandato de realizar, previamente, un verdadero informe de im-
pacto de género. En efecto, se ha denunciado reiteradamente «que 
en muchos casos no se han realizado los informes preceptivos o que 
éstos se han limitado a indicar la no pertinencia de género de nor-
mas concretas (Alonso, Diz y Lois, 2010:109, citando, a su vez, a Pu-
jol, 2005; Pauner, 2009; y Mora, 2010); en otros casos, como vere-
mos, el (supuesto) informe se limita a manifestar que el impacto es 
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nulo, sin aportar ningún dato o información que lo sustente8 (Senent, 
2015 y 2018). Se trataría de claras manifestaciones de las múltiples 
«resistencias» que ha de combatir el mainstreaming, que mayoritaria-
mente relegado a normativa de carácter no vinculante, o acompañado 
de «un claro desinterés a la hora de modificar los procesos y las ruti-
nas políticas»9.

En el ámbito de la economía social son pocos los informes a los 
que hemos podido acceder y vendrían a corroborar las tendencias ge-
nerales mencionadas. Así, por ejemplo, el Informe de impacto por ra-
zón de género (04/2013) que acompañó a la vigente Ley de coope-
rativas de la Comunidad Valenciana, después de afirmar que «no se 
aprecia la posibilidad de integrar objetivos de igualdad de oportunida-
des en el seno del proyecto, más allá de la utilización de un lenguaje 
no sexista («Identificación de los objetivos en materia de igualdad»); y 
que «no existen desigualdades de género previas en el ámbito de in-
tervención de la norma, dado que la situación es de absoluta igualdad 
en derechos, oportunidades, limitaciones y requerimientos para hom-
bres y mujeres» («descripción de la situación de partida»); se con-
cluye valorando «el impacto de género como NULO, toda vez que no 
existen desigualdades de partida en relación a la igualdad de oportu-
nidades y de trato entre mujeres y hombres en materia de cooperati-
vas y no se prevé modificación alguna de esta situación». Tales afir-
maciones contrastan, cuanto menos, con la previsión contenida en el 
artículo 42.6 del texto legal10, cuando afirma que «Las cooperativas 
procurarán incluir en su consejo rector un número de mujeres que 
permita alcanzar en su seno una presencia equilibrada de mujeres y 
hombres coherente con la composición de su masa social». Si el im-
pacto se prevé nulo porque, además, se supone que «no existen desi-
gualdades de partida», dicho mandato de procura carecería de sen-
tido.

8 Como mínimo, «para valorar si los impactos de género serán positivos o negati-
vos habrá que tener en cuenta si se promueve la autonomía de mujeres y hombres, esto 
es, la posibilidad de que mujeres y hombres decidan sobre sus propias vidas y si se pro-
mueve la igualdad de derecho y de hecho, es decir, la ausencia de discriminación directa 
o indirecta, así como de sus efectos», Emakunde y Ortiz , 2013:36.

9 «Probablemente para una parte del funcionariado encargado de redactar y su-
pervisar la normativa, ésta se percibe como neutra al género y, en el mejor de los casos, 
como no discriminatoria, no siendo conscientes de que el trato igual a quien es desigual 
perpetúa o incrementa la desigualdad» (Alonso, Diz y Lois, 2010:131).

10 Decreto Legislativo 2/2015, de 15 de mayo, del Consell, por el que aprueba el 
texto refundido de la Ley de Cooperativas de la Comunitat Valenciana, https://www.
boe.es/buscar/act.php?id=DOGV-r-2015-90416, 20/01/19, 17:39.
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Y lo mismo sucede en la MAIN (Memoria del análisis de impacto 
normativo) del Anteproyecto de Ley de sociedades laborales y parti-
cipadas (05/2015) que, de forma aún más escueta, se limita a incluir 
un único párrafo, ya habitual en otros anteproyectos, que dice lo si-
guiente: «El anteproyecto de ley no afecta ni de manera positiva ni 
negativa a la igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres, 
por lo que el impacto es nulo». No podemos detenernos en un aná-
lisis detallado de tal afirmación11; baste con apuntar que, sin em-
bargo, la Ley ya en vigor incorpora en su artículo 13.3 el siguiente 
mandato: «La actuación de los administradores debe ser diligente, 
leal, responsable, transparente y adecuada a las peculiaridades de la 
sociedad laboral como modelo de sociedad específico. Deberán fa-
vorecer la generación de empleo estable y de calidad, la integración 
como socios de los trabajadores, la igualdad de oportunidades entre 
hombres y mujeres, y la conciliación de la vida personal, familiar y la-
boral.». Y sin embargo, a diferencia de lo que ya va sucediendo en 
algunos textos legales cooperativos, no se introduce ninguna norma 
explícita que siquiera promueva la presencia equilibrada en los órga-
nos de representación y gobierno; ni tampoco se concreta medida 
alguna para, por ejemplo, favorecer la integración de las mujeres 
como socias, corregir los sesgos de género en el acceso a empleo a 
tiempo completo y correctamente remunerado, o facilitar la concilia-
ción de socios y socias así como de personas trabajadoras por cuenta 
ajena12.

Por su parte, el Informe de evaluación de impacto de género del 
anteproyecto de Ley de microempresas cooperativas y cooperativas ru-
rales de Castilla-La Mancha (02/2016), aunque realiza un esfuerzo de 
contextualización normativa, de «análisis de la situación actual de mu-
jeres y hombres en el ámbito de actuación» y de «previsión de efectos 

11 Puede verse un comentario extenso de un «informe» similar en nuestro trabajo 
de 2015 «En torno al informe de impacto de género sobre el anteproyecto de código 
mercantil de 2014».

12 No obstante, la buena noticia es que, como señala Amalia Rodríguez Gonzá-
lez en su comentario sobre «El órgano de administración de las sociedades laborales» 
(2018), se trata de «deberes que, aunque no están determinados en la norma, sí son, 
sin embargo determinables» y «deben ponerse en relación con el interés social». En 
relación con la presencia equilibrada en los órganos de administración, la autora con-
sidera que «la previsión del legislador en el caso de las laborales, es el establecimiento 
de un mandato, de un verdadero deber, a diferencia de lo que ocurre en las socieda-
des de capital, y por lo tanto en los casos de incumplimiento evidente del mismo, prin-
cipalmente en el caso de grandes sociedades laborales, los administradores deberán 
responder siguiendo los presupuestos de responsabilidad de los administradores que se 
recogen en la LSC».
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sobre la igualdad de género y valoración del impacto», finaliza aseve-
rando, en un único párrafo, que «desde la perspectiva de la igualdad 
de género, y en virtud de todo cuanto antecede, cabe decir, que si bien 
es cierto que el Anteproyecto de Ley de Microempresas Cooperativas y 
Cooperativas Rurales de Castilla-La Mancha no contiene ninguna me-
dida ni actuación dirigida explícitamente a las mujeres, la cobertura le-
gal contenida en el mismo podrá producir efectos sobre la igualdad de 
género, en tanto en cuanto contribuya a fomentar la creación de em-
pleo estable para las mujeres a través de las microempresas cooperati-
vas, y pueda mejorar la empleabilidad de las mismas en las zonas rura-
les, mediante las cooperativas rurales. De esta forma, el anteproyecto 
de ley podrá tener un impacto positivo en materia de igualdad de gé-
nero en la medida en la que aumente la autonomía económica de las 
mujeres e incremente su empoderamiento, mejorando así su calidad de 
vida». Carece, pues, de los contenidos mínimos necesarios en un In-
forme de impacto de género.

En cuanto al Informe de evaluación del impacto de género del An-
teproyecto de Ley por el que se modifica la Ley y el Reglamento de las 
sociedades cooperativas andaluzas (06/2016) también comienza por re-
ferir la normativa vigente en materia de igualdad entre mujeres y hom-
bres; dedica varios párrafos a reproducir algunos datos suministrados 
por el Ministerio de Empleo y Seguridad Social respecto de las perso-
nas trabajadoras en situación de alta de la Seguridad Social en coope-
rativas y sociedades laborales13; a continuación afirma que «el antepro-
yecto de Ley [...] no producen [sic] en sí ningún desequilibrio ni afecta 
a la igualdad entre hombres y mujeres en ningún ámbito que se pu-
diere aplicar»; y concluye que «la disposición de referencia no genera 
efectos positivos ni negativos sobre la igualdad de oportunidades entre 
hombres y mujeres, por lo que no requiere mecanismo ni medida al-
guna para neutralizarlos».

Un informe diferente es el emitido (10/2015) por Emakunde-Ins-
tituto Vasco de la Mujer, relativo al Proyecto de Ley de Cooperativas 
presentado al Parlamento Vasco en 2016, con la finalidad de refun-
dir e integrar varias modificaciones introducidas en la Ley 4/1993 de 
cooperativas de Euskadi14. Se trata de un Informe que Emakunde rea-

13 Puede reproducirse aquí nuestro comentario supra sobre los datos que publica 
trimestralmente el Ministerio de Empleo y Seguridad Social respecto a las personas da-
das de alta en la Seguridad Social en cooperativas y sociedades laborales.

14 El proyecto de Ley, que fue presentado en el Parlamento Vasco el 3 de ju-
nio de 2016, figura en su sitio web en situación de «decaído». Con posterioridad, 
frente a un nuevo proyecto de Ley, Emakunde ha emitido un nuevo «Informe rela-
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lizó respecto de otro previo, del órgano promotor de la norma, y de su 
lectura puede deducirse claramente la diferencia sustancial que supone 
contar con conocimientos y práctica en la aplicación de la perspectiva 
de género. En él, el Instituto Vasco de la Mujer destaca, por una parte, 
la falta de aportación de datos, «ni cuantitativos ni cualitativos», re-
lativos a la presencia de mujeres y hombres en el ámbito regulado; ni 
para sustentar la alegada previsión de que «la norma contribuirá a una 
disminución de las desigualdades, en la presencia de mujeres y hom-
bres en los distintos órganos»; ni respecto de la previsión positiva so-
bre la eliminación o disminución de desigualdades en el acceso a los 
recursos. Por ello, se recomienda la aportación de diversos tipos de da-
tos desagregados por sexo. Por otra parte, en base a diversos estudios 
que se citan, Emakunde concluye que «los datos indican claramente 
la existencia de una importante segregación vertical y horizontal en el 
sector»; y que «los ámbitos de decisión en las empresas de economía 
social de Euskadi se encuentran muy masculinizados». Se destaca sin 
embargo que, «en cuanto a la toma de decisiones, en la disposición 
adicional quinta, la norma prevé una presencia equilibrada de muje-
res y hombres en los órganos de que disponga la cooperativa, al pro-
curar como medida una presencia equilibrada de socios y socias»15.  

tivo al Proyecto de Ley de Cooperativas de Euskadi, éste de 27 de marzo de 2018. 
Emakunde tiene competencia atribuida para la realización de dichos informes en el 
artículo 21 de la Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la Igualdad de Mujeres y Hom-
bres de Euskadi.

15 Por lo que respecta a «los objetivos y medidas planteadas en la futura norma 
para la superación o modificación de las normas sociales y valores de lo que se atri-
buye a las mujeres y a los hombres, en el Informe se señala que es propio de los valores 
y principios cooperativos favorecer la igualdad de género en la constitución y funciona-
miento cooperativos». El análisis del texto lleva a también a advertir de que, aunque «el 
informe de impacto, apunta que en los artículos 145 y 146 del anteproyecto y art. 137 
y 138 de la Ley 4/93 de cooperativas de Euskadi, en desarrollo de políticas de fomento 
del cooperativismo y para su implantación progresiva en la práctica, reforzará la base 
social femenina en las cooperativas, favorecerá su participación activa, informará de 
los derechos que las asisten como socias, etc.», sin embargo, «en el articulado del pro-
yecto de Ley no se ha encontrado ninguna mención expresa al respecto». Otro aspecto 
que el Informe del órgano promotor alega pero que Emakunde no ha podido constatar 
es «la previsión de la adopción de otras medidas más allá del contenido del proyecto de 
norma, dirigidas a evaluar el género en las cuentas de la economía social, a promover 
actividades de formación y difusión de las políticas de igualdad y dar ayudas para em-
prender o acceder a la condición de socio, en que el género tiene una consideración es-
pecífica». 
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A la vista de todo ello, el Instituto Vasco de la Mujer efectúa varias re-
comendaciones16 17.

Consideramos se debe reclamar la realización correcta y efectiva de 
los Informes de Impacto de Genero de las normas reguladoras de las 
entidades de economía social; y ello no únicamente porque es obliga-
torio, sino porque aportan una verdadera utilidad, una «rentabilidad» 
social y también económica. En efecto, los informes sobre el impacto 
por razón de género de las normas reguladoras en general y de las de 
la economía en particular son una necesaria reflexión previa, tanto de 
la situación desigual de partida de mujeres y hombres como de las me-
didas que se pueden implementar para su erradicación. Y desde un 

16 — La incorporación explícita en el texto legal de «los principios generales que in-
forman la constitución y funcionamiento de la sociedad cooperativa de Euskadi, consti-
tuyendo uno de estos principios «la igualdad de mujeres y hombres, con carácter trans-
versal al resto de principios».

— La especificación en el artículo 20 de «las causas que supongan una discrimina-
ción arbitraria o ilícita a la hora de aceptar o denegar la admisión» de una persona so-
cia, en la medida en que podrían entrar en contradicción o limitar el primer principio 
cooperativo.

— La inclusión en el art. 31 de un apartado donde diga que «las sociedades coope-
rativas promoverán la presencia equilibrada de socios y socias en todos los órganos co-
legiados que disponga»; y, de igual modo, en las organizaciones representativas de las 
cooperativas.

— La materialización del principio de igualdad de mujeres y hombres también en la 
regulación del Fondo de Reserva Obligatorio (art. 71), incluyendo «un apartado que re-
coja la formación y educación de las personas socias y trabajadoras en el fomento de 
una política efectiva de igualdad de género».

— El reconocimiento explícito (art. 145) de la especial promoción por parte de los 
poderes públicos de la Comunidad Autónoma del País Vasco de aquellas cooperativas 
«que desarrollen su labor con arreglo a principios de igualdad de mujeres y hombres y 
aquellas que establezcan mecanismos que aseguren efectivamente la presencia equili-
brada de socios y socias en sus órganos de dirección».

— La «completa revisión y adecuación de los términos enunciados exclusivamente 
en masculino a lo largo de todo el texto del proyecto de Ley, tales como «socio», «so-
cios», «promotor», «los gestores», «administradores», etc., de conformidad con la obli-
gación de hacer un uso no sexista del lenguaje» (art. 18.4 Ley 4/2005, de 18 de febrero, 
para la Igualdad de Mujeres y Hombres de Euskadi)

17 Por su parte, el nuevo «Informe relativo al Proyecto de Ley de Cooperativas de 
Euskadi, de 27 de marzo de 2018, reitera de manera muy aproximada lo indicado en 
el anterior, de 26 de octubre de 2015, añadiendo algunas recomendaciones: hacer re-
ferencia expresa a la obligación que como el resto de empresas tienen las cooperativas 
«con más de 250 trabajadores» de elaborar y aplicar planes de igualdad; que en los es-
tatutos o en el reglamento de régimen interno de las cooperativas incorporen medidas 
específicas para prevenir el acoso sexual y el acoso por razón de sexo en el trabajo; y 
que en el artículo 105 se incluya alguna recomendación para promover la inclusión en 
estatutos y RRI medidas para hacer efectivo el derecho de conciliación, así como para 
fomentar una mayor corresponsabilidad en la distribución de las cargas familiares.
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punto de vista de técnica jurídica se señala además un efecto ex post 
de los Informes: su carácter de «antecedente legislativo» que, según lo 
previsto en el artículo 3.1 del Código Civil español, es un elemento de 
la interpretación de la propia norma (Lousada, 2004:4618).

Y si éstas son utilidades predicables de la realización de (correctos) 
informes de impacto de género en cualesquiera normas jurídicas, cabe 
aún apuntar una específica de aquellas que regulen las entidades de 
economía social en general y las cooperativas en particular: los infor-
mes de impacto de género pueden ser una herramienta útil para valo-
rar si cada norma reguladora de las entidades de economía social que 
se promulgue o modifique cumple el mandato de los principios y valo-
res cooperativos y de la economía social en cuanto a la igualdad y no 
discriminación por razón de sexo (Senent, 2018).

2.  Expresar y desarrollar el mandato constitucional de la 
igualdad de trato y de oportunidades y de eliminación de 
discriminaciones y desigualdades

Todas las leyes cooperativas del Estado español asumen de manera 
explícita que las cooperativas por ellas reguladas han de ajustarse a los 
principios cooperativos, por lo que el principio de igualdad y no discrimi-
nación por razón de sexo forma parte de su «ADN»19. Cabe decir que, en 
virtud de los mandatos constitucionales de los artículos 9.2 y 14 CE, tam-
poco podría ser de otra manera. No obstante, algunas leyes cooperativas 
españolas añaden algunos aspectos concretos en los que se ha de mate-
rializar la igualdad de mujeres y hombres en el ámbito empresarial20.

18 Ello no obstante, como también matiza el autor, dicho valor hermenéutico va a 
depender «1. de si el informe se sustenta en una correcta evaluación del impacto en 
función del género o si se ha realizado con ligereza, simplemente cubriendo un trámite 
formal a veces con el expediente de negar la existencia de impacto alguno, y 2. de si, 
aún supuesta la corrección del informe, éste ha influido en el texto final de la norma, ya 
que, aunque se trata de un trámite preceptivo, el informe nunca se puede considerar 
vinculante».

19 En particular, la Ley de Sociedades Cooperativas Andaluzas (LSCA) que, al enun-
ciar en su art. 4 los principios cooperativos, incluye en su apartado i) la «igualdad de gé-
nero, con carácter transversal al resto de principios». La Ley de Cooperativas de Can-
tabria (LCCan) también considera «la igualdad de género» entre los «principios que la 
inspiran» (Preámbulo); y en el mismo sentido la Ley de Sociedades Cooperativas de Ex-
tremadura (LSCE).

20 Es el caso de la Ley de Cooperativas de Cataluña (LCCat), en su art. 10: «Las 
cooperativas deben garantizar la igualdad de trato y de oportunidades entre las muje-
res y los hombres que forman parte de ellas»; y la Ley de Cooperativas de la Comuni-

Deusto Estudios Cooperativos 
ISSN: 2255-3452, Núm. 12 (2019), Bilbao, pp. 13-55 25



Herramientas jurídicas para la aplicación de la perspectiva de género a la regulación  
de las cooperativas y otras entidades de la economía social María José Senent Vidal

Una de las específicas manifestaciones del fomento legislativo de 
la adopción de medidas en pro de la igualdad y no discriminación de 
las mujeres en las cooperativas se produce cuando diversas normas, a 
la hora de regular su Fondo de Educación y Promoción Cooperativa (o 
reserva obligatoria equivalente) incluyen, como posible destino de sus 
recursos la realización de «acciones que fomentan la responsabilidad 
social empresarial, incluidas las de fomento de una igualdad de gé-
nero efectiva»21. Otras veces, la legislación cooperativa remite las ac-
tuaciones en favor de la igualdad y no discriminación a su coordinación 
con las que lleven a efecto las Administraciones públicas correspon-
dientes «en aplicación de sus programas contra las desigualdades de 
género»22.

Pero es la Ley de Cooperativas de Galicia la que, a nuestro enten-
der, recoge de una manera más adecuada diversos aspectos en los 
que el funcionamiento de las cooperativas puede actuar en favor de la 
igualdad de mujeres y hombres. Es su Disposición adicional sexta23 la 
que, entre otros mandatos, establece que, «con el objetivo de la ob-
servancia y procura del principio de igualdad entre hombres y mujeres: 
1.º La Xunta de Galicia y las cooperativas fomentarán la erradicación en 
el ámbito de las sociedades cooperativas gallegas de la discriminación 
vertical y horizontal entre hombres y mujeres. 2.º La Xunta de Galicia 
favorecerá el desarrollo de medidas que supongan ventajas concretas 

dad de Madrid (LCCM) en su art. 105.4: «Serán aplicables a esas cooperativas y a sus 
socios trabajadores, con carácter inderogable [...] las disposiciones estatales sobre: […] 
e) Permisos y excedencias por maternidad, paternidad, adopción de menores e igualdad 
de trato para la mujer».

21 LCCat, art. 85.1, f); en el mismo sentido, los arts. 68.2, LGC, apartados g), h) e i) 
(«El Fondo de Formación y Promoción Cooperativa se destinará: […] g) Para actuaciones 
para la conciliación de la vida personal, laboral y familiar. h) A actividades de fomento 
de la igualdad, en línea con lo previsto en la Ley 2/2007, de 28 de marzo, de trabajo en 
igualdad de las mujeres de Galicia. i) Para fomento de la responsabilidad social.»); 71.4, 
c) LSCA; y 84.4, c) LSCE.

22 Arts. 137.14 LSCRM, 135.14 LCCan, 111.8 LCCV y 198. 2 LCAs; en similar sen-
tido, los arts. 115.4 y .5 LSCA; y 177.3, a) y .4 LSCE

23 La Disposición adicional sexta, al igual que otras normas de la LCG, tiene su ori-
gen en la Disposición adicional tercera de la Ley 2/2007, de 28 de marzo, de trabajo en 
igualdad de las mujeres de Galicia, que efectuaba un mandato a la Xunta de Galicia a 
fin de que remitiese al Parlamento un proyecto de ley de modificación de la Ley 5/1998, 
de 18 de diciembre, de cooperativas de Galicia, que, «además de adecuar la normativa 
actual a las nuevas necesidades que surgen en el ámbito del cooperativismo, integre el 
principio de igualdad y no discriminación por razón de sexo». La modificación había de 
ajustarse a unas bases que pueden considerarse, a nuestro entender, un elenco ejem-
plar de las medidas de que ha de dotarse una ley reguladora de cualquier tipo jurídico 
empresarial.
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y/o medidas de compensación de las desventajas sufridas por las mu-
jeres en el ámbito laboral. 3.º Las cooperativas procurarán contemplar 
en sus estatutos sociales medidas que se referirán al acceso a la condi-
ción de socia de trabajo, de socia trabajadora o incluso de asalariada, 
así como a su promoción profesional y demás aspectos de la situación 
y condiciones laborales de la persona afectada...».

Señala la norma varios de los principales aspectos a abordar en la 
actividad empresarial desde una perspectiva de género. Como es sa-
bido, la discriminación o segregación vertical entre hombres y mujeres 
se refiere a las discriminaciones que padecen éstas últimas para acce-
der a puestos con poder de decisión24; y la horizontal, a «la dificultad 
de las mujeres para acceder a cargos generalmente estipulados como 
“masculinos”»25. A las tareas para su erradicación pueden contribuir 
las denominadas medidas de acción positiva, cuyo fomento se enco-
mienda a la Administración pública correspondiente (art. 11 LOIEMH). 
Además, se indica a las cooperativas la «necesidad de procurar» incluir 
en sus estatutos sociales medidas concretas relacionadas con aspectos 
especialmente sensibles de la posible discriminación de las mujeres: en 
las dificultades en el acceso a la condición de trabajadoras y de socias, 
en su promoción profesional y en las propias condiciones de prestación 
del trabajo (p. e., sesgos en los procesos de selección, falta de financia-
ción para las aportaciones al capital, prejuicios que generan el deno-
minado «techo de cristal», especiales dificultades en la formación y la 
conciliación…).

Por su parte, la más reciente Ley 9/2018, de 30 de octubre, de so-
ciedades cooperativas de Extremadura, introduce un interesante ar-
tículo 64, dedicado a la configuración de un órgano denominado «co-
mité de igualdad», cuya constitución será obligatoria para aquellas 
cooperativas «que cuenten con un número de socias y socios comu-
nes igual o superior a 50», pudiendo adoptarlo las demás mediante 
acuerdo de su asamblea general. En tales casos, sus estatutos regularán 
el funcionamiento y la composición del comité, del que formará parte, 
con voz pero sin voto, un miembro del consejo rector; y en el que se 
tenderá a la paridad, teniendo «al menos, un número de integran-
tes mujeres proporcional al número de socios que tenga la sociedad 
cooperativa. Si no se alcanzase dicha proporcionalidad, en la memoria 

24 http://www.surt.org/maletaintercultural/index.php?vlg=0&vmd=0&vtp=0&vit=4&
tex=18, 20/01/19, 19:50.

25 http://www.surt.org/maletaintercultural/index.php?vlg=0&vmd=0&vtp=0&vit=4&
tex=18, 20/01/19, 19:50.
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de las cuentas anuales de la sociedad cooperativa se deberá justificar, 
debidamente, el motivo y el procedimiento a seguir para alcanzarla»26.

Finalmente, cabe mencionar que la Proposición de Ley para garan-
tizar la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres 
en el empleo y la ocupación, presentada por el Grupo Parlamentario 
Socialista el 07/09/18 y que actualmente se tramita en las Cortes Gene-
rales27 incluye propuestas expresas en relación con la legislación coope-
rativa28. Así, se propone:

a) que sean de aplicación a las personas socias trabajadoras y de 
trabajo de las cooperativas todas las medidas que se incluyen 
en la Ley dirigidas a las personas trabajadoras por cuenta ajena, 
con las correspondientes adaptaciones que sean necesarias para 
adecuarlas a su relación societaria;

b) que se incluyan en los estatutos sociales medidas dirigidas a ga-
rantizar la eliminación de obstáculos al acceso igualitario a la 
condición de socia de trabajo, de socia trabajadora o de asala-

26 Entre sus funciones, que se establecerán estatutariamente, estarán al menos las 
siguientes:

«a) Impulsar la participación e integración de las socias en todos los órganos socia-
les.

b) Proponer el establecimiento de medidas de conciliación de la vida laboral, fami-
liar y personal, tales como por ejemplo la ordenación del tiempo de trabajo, fle-
xibilidad laboral, incentivar a los hombres a que hagan uso de las posibilidades 
de flexibilizar la jornada laboral, establecer el calendario laboral en función del 
calendario escolar, dar preferencia en los turnos de trabajo a quienes tienen res-
ponsabilidades familiares, formación en horas de trabajo y en la propia sociedad 
cooperativa, no primar las horas de presencia en el trabajo sino los logros obte-
nidos.

c) Proponer la fijación de sanciones específicas relacionadas con el acoso sexual y 
por razón de sexo.

d) Definir un protocolo de actuación para casos de acoso.
e) Proponer la revisión de las denominaciones de los puestos de trabajo para elimi-

nar connotaciones que hagan referencia a uno u otro sexo.
f) Promover un ambiente y condiciones de trabajo basado en valores como el res-

peto mutuo, igualdad y valoración de la diversidad.
g) Proponer la impartición de cursos de formación en igualdad para socias y socios 

de la cooperativa.
h) Promocionar e incentivar la asistencia y participación de las mujeres a las asam-

bleas».
27 http://www.congreso.es/public_oficiales/L12/CONG/BOCG/B/BOCG-12-B-306-1.

PDF, 21/01/19, 8:25. 
28 En cambio, la Proposición de Ley integral de igualdad y transparencia retributiva 

entre mujeres y hombres presentada por el Grupo Parlamentario Popular en el Congreso 
el 19/10/18, no contiene ninguna propuesta específica en relación con las cooperativas.
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riada; la erradicación de la discriminación vertical y horizontal; y 
la promoción profesional y societaria de las mujeres;

c) que al menos el 20% de la dotación al Fondo obligatorio des-
tinado a actividades de formación y promoción cooperativa se 
aplique a actividades de fomento de la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres29;

d) que se procure la presencia equilibrada de mujeres y hombres 
en los órganos sociales, obligatorios o voluntarios, y en su es-
tructura empresarial; en las entidades representativas del movi-
miento cooperativo, y en los órganos administrativos de promo-
ción y difusión del cooperativismo;

e) que las actuaciones de promoción del cooperativismo por parte 
de las Administraciones Públicas, en especial las relativas al em-
pleo, incluyan medidas para la remoción de las desigualdades 
de género; en especial, aquellas que incorporen medidas para 
conciliación de la vida societaria, laboral y familiar, o que esta-
blezcan mecanismos que aseguren efectivamente la presencia 
equilibrada;

f) que las cooperativas estén obligadas a proporcionar a la admi-
nistración competente, anualmente, datos estadísticos desagre-
gados; y que su incumplimiento sea sancionado como infrac-
ción administrativa.

3. Promover la presencia equilibrada

La LOIEMH indica, en su Disposición Adicional Primera, que «se en-
tenderá por composición equilibrada la presencia de mujeres y hombres 
de forma que, en el conjunto a que se refiera, las personas de cada 
sexo no superen el sesenta por ciento ni sean menos del cuarenta por 
ciento». Y su artículo 75 (que forma parte del Título VII de la Ley, «La 
igualdad en la responsabilidad social de las empresas»), titulado «Par-

29 Una enmienda del Grupo parlamentario Popular (núm. 243) propone que la do-
tación al Fondo obligatorio se aplique a actividades «específicas» de fomento de la 
igualdad efectiva de mujeres y hombres; y que no se establezca el mínimo del 20% de 
la dotación, sino que sea «proporcional a variables como el número de cooperativistas». 
Dicha formulación dejaría un amplio margen de discreccionalidad a las cooperativas, 
que, paradójicamente, podrían tomar en consideración variables que tengan efectos 
agravantes de las desigualdades: tal sería el caso, por ejemplo, de que la variable a con-
siderar fuese el porcentaje de mujeres socias en sectores masculinizados; o que podrían 
llegar a justificar su no aplicación o una aplicación mínima en cooperativas con pocas (o, 
al contrario, muchas) personas socias. 
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ticipación de las mujeres en los Consejos de administración de las so-
ciedades mercantiles», establece que «las sociedades obligadas a pre-
sentar cuenta de pérdidas y ganancias no abreviada procurarán incluir 
en su Consejo de administración un número de mujeres que permita 
alcanzar una presencia equilibrada de mujeres y hombres en un plazo 
de ocho años a partir de la entrada en vigor de esta Ley»30. Como ve-
remos, la legislación cooperativa ha incluido, hasta la fecha, varias nor-
mas que tienden a parecerse a lo previsto en el citado artículo, en re-
lación con el fomento de la presencia de mujeres en sus principales 
órganos de administración; no obstante, la necesidad de equilibrar el 
acceso de las mujeres a la actividad económica y societaria de las em-
presas de economía social es mucho más amplia.

3.1.  Eliminar barreras al acceso a la condición de socia y a la participación 
en igualdad en la actividad cooperativizada. La titularidad compartida

Un primer nivel de dificultades, a veces poco visibles, con que sue-
len encontrarse las mujeres en su relación con las entidades de la Eco-
nomía social se sitúa en el mismo acceso a la cualidad de socia y/o 
asalariada. Como hemos indicado reiteradamente (Senent, 2011:61), 
diversos estudios coinciden en que si bien la presencia de mujeres en 
las cooperativas es superior a la que se da en en el mercado laboral ge-
neral, son un porcentaje significativamente menor las que lo están en 
cualidad de socias. Habiendo quedado patente que su nivel formativo 
es igual o superior a la de los hombres, no nos cabe duda de que tales 
obstáculos traen causa, directa o indirecta, de los estereotipos de gé-
nero, tanto de carácter general como algunos específicos, como la falta 
de titularidad oficial de los bienes que, en su caso, se requieran (así, en 
las cooperativas agrarias, la titularidad de la tierra; en las cooperativas 
de servicios empresariales, la titularidad de la actividad económica co-

30 Otros artículos de la LOIEMH relacionados con la presencia equilibrada en el ám-
bito empresarial son el 30 (sobre el que tratamos infra, en relación con la titularidad 
compartida de las explotaciones agrarias); el 54 (la Administración General del Estado y 
sus organismos públicos vinculados o dependientes «observarán el principio de presen-
cia equilibrada en los nombramientos que le corresponda efectuar en los consejos de 
administración de las empresas en cuyo capital participe»); y el 50 (al regular el «Distin-
tivo para las empresas en materia de igualdad», establece en su apartado 4 que «para 
la concesión de este distintivo se tendrán en cuenta, entre otros criterios, la presencia 
equilibrada de mujeres y hombres en los órganos de dirección y en los distintos grupos 
y categorías profesionales de la empresa...»).
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rrespondiente), o la mayor dificultad en el acceso a la financión de sus 
iniciativas31.

Es en ese sentido que, como hemos visto, la LCG establece en su 
Disposición adicional sexta, entre otros mandatos, que, «con el obje-
tivo de la observancia y procura del principio de igualdad entre hom-
bres y mujeres: […] 2.º La Xunta de Galicia favorecerá el desarrollo de 
medidas que supongan ventajas concretas y/ o medidas de compensa-
ción de las desventajas sufridas por las mujeres en el ámbito laboral»; 
y «3.º Las cooperativas procurarán contemplar en sus estatutos sociales 
medidas que se referirán al acceso a la condición de socia de trabajo, 
de socia trabajadora o incluso de asalariada, así como a su promoción 
profesional y demás aspectos de la situación y condiciones laborales de 
la persona afectada...». Tales medidas, que las cooperativas pueden 
implementar y desarrollar en su normativa o en sus planes internos, 
podrán ir desde una vigilancia específica para la eliminación de sesgos 
sexistas en los procesos de selección de personas trabajadoras y socias 
hasta la elaboración y aplicación de completos planes de igualdad (sea 
o no obligatoria su adopción por cada entidad).

Una de las dificultades en el acceso a la condición de socia po-
dría paliarse mediante el fomento de la aplicación efectiva de la 
Ley 35/2011, de 4 de octubre, sobre titularidad compartida de las ex-
plotaciones agrarias (LTCEA). Porque, en efecto, como ha recordado 
María Eugenia Pérez, presidenta del Comité de Igualdad de Género 
de la Alianza Cooperativa Internacional en su Declaración del Día In-
ternacional de las Mujeres de 2018, «no podemos olvidar la existencia 
de muchas mujeres “invisibles” en áreas rurales, vinculadas a granjas 
agrícolas y ganaderas sin tener una relación legal o administrativa con 
ellas, y para las cuales su trabajo en las explotaciones agrícolas se con-
sidera “apoyar a su familia”»32. Se da en ellas «la doble marginación 
por ser mujer y por vivir en una zona rural» (Esteban, Gargallo y Pérez, 
2018:119 y 120).

Frente a ello, en España, el artículo 30 LOIEMH dirige un mandato 
a los Ministerios de Agricultura y de Trabajo para que desarrollen la fi-
gura jurídica de la titularidad compartida en el sector agrario; y para el 

31 Sobre la constatada «discriminación financiera» que padecen las mujeres, ver, 
p. e., Nuria MOLINA, infoautonomos.eleconomista.es, 201/04/18, «Mujeres emprende-
doras: cuando la financiación no llega», https://infoautonomos.eleconomista.es/blog/ 
mujeres-emprendedoras-financiacion-no-llega/ , 22/01/19, 12:09.

32 https://ica.coop/en/media/library/declaration/declaration-international-
 cooperative- alliance-international-womens-day?_ga=2.147496887.1039583731.15480
77192-1601830634.1547739350, 21/01/19, 14:49.
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desarrollo de «acciones dirigidas a mejorar el nivel educativo y de for-
mación de las mujeres, y especialmente las que favorezcan su incorpo-
ración al mercado de trabajo y a los órganos de dirección de empresas 
y asociaciones». En nuestra opinión, la figura jurídica de la titularidad 
compartida puede y debe entenderse no sólo como una forma de co-
rregir la actual invisibilidad de la participación de las mujeres en la ac-
tividad empresarial33 sino también como una manifestación más de la 
tendencia hacia su presencia equilibrada. Por lo demás, el apartado 1 
del artículo 30 LOI hace referencia únicamente a su desarrollo en el 
sector agrario, pero no encontramos razones para tal limitación, antes 
al contrario, consideramos que sería oportuno explorar su extensión a 
otros sectores productivos y comerciales34.

En relación con el necesario fomento de su aplicación efectiva, la 
ya citada Proposición de Ley para garantizar la igualdad de trato y de 
oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación 
(Grupo Parlamentario Socialista, 07/09/18) incluye algunas propues-
tas específicas35. En cualquier caso, como hemos argumentado con 
anterioridad (2012) el reconocimiento y la visibilización del trabajo de 
las mujeres que puede suponer su acceso a la titularidad compartida 
puede ser también una vía para su incorporación efectiva a la participa-
ción y gestión de las empresas de economía social, sea en el ámbito ru-
ral o en el urbano.

33 «Actualmente el 30 por ciento de la población femenina de España vive en zo-
nas rurales, ascendiendo a un 82 por ciento el total de las mujeres que en calidad de 
cónyuges o hijas trabajan en el campo. Sin embargo, en la mayoría de los casos, el 71,2 
por ciento concretamente, los titulares de la explotación son hombres», Red Feminista, 
2009:2.

34 Para un estudio más detallado sobre la figura de la titularidad compartida de las 
explotaciones agrarias ver nuestro trabajo «La Ley de titularidad compartida de las explo-
taciones agrarias y sus potenciales efectos jurídicos en las entidades de economía social».

35 El art. 41 de la Proposición, titulado «Garantías para la efectividad de la titulari-
dad compartida de las explotaciones agrarias. Extensión a otras empresas» indica que:

«1. Las Administraciones Públicas con competencia en agricultura, pesca, 
alimentación y medio ambiente dotarán de recursos presupuestarios la ejecu-
ción de programas anuales y plurianuales dirigidos a la aplicación efectiva de la 
Ley 35/2011, de 4 de octubre, sobre titularidad compartida de las explotaciones 
agrarias.

En particular, se fomentará la formación, el asesoramiento y la ayuda econó-
mica a las mujeres agricultoras que manifiesten su interés en acceder a las diferen-
tes modalidades de reconocimiento de su actividad.

2. Las Administraciones Públicas promoverán la extensión de la figura de la ti-
tularidad compartida a microempresas, pequeñas y medianas empresas de secto-
res diferentes al agrario».
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Otro aspecto a tener en consideración en el proceso de incorpora-
ción de las mujeres a las entidades de economía social es el de la lla-
mada segregación horizontal que, como se ha indicado ya, también 
se da en este ámbito. No es tarea fácil, sin embargo, debido a que 
sus causas, directas o indirectas, son estereotipos de género «nor-
malizados» socialmente. Es por ello que, acertadamente, en la LCG 
se establece, en su Disposición adicional sexta un mandato explícito 
para que la principal administración pública en su ámbito, la Xunta 
de Galicia, intervenga junto con las cooperativas para fomentar su 
erradicación. También aquí pueden y deberían implementarse un am-
plio abanico de medidas, comenzando por intervenciones al respecto 
en todos los niveles educativos, y acabando en la actividad concreta 
de cada cooperativa, que puede trabajar por la incorporación de mu-
jeres a sectores y actividades «masculinizados» y de hombres a los 
«feminizados».

Sea como sea, en la adopción de estas y otras medidas, tendentes 
también a superar otras barreras, como las que dificultan la presencia 
y participación equilibrada de mujeres y hombres en la estructura téc-
nica, de gestión de la cooperativa; o en los procesos de promoción in-
terna; y en las políticas y actividades de formación de las empresas de 
economía social, dos aspectos son especialmente importantes. Uno, la 
atención al favorecimiento de la conciliación y corresponsabilidad de 
las personas socias y trabajadoras, que permitirá su participación en 
igualdad, y sobre la que volvemos luego; y otro, la necesaria implemen-
tación de líneas de apoyo, económico y experto, por parte de las admi-
nistraciones públicas correspondientes.

Finalmente, una barrera, quizá más sutil, con que se encuentran las 
mujeres en su relación con las cooperativas y otras entidades de la eco-
nomía social es la falta de equiparación en el tratamiento jurídico de las 
figuras de «cónyuge» y la denominada en algunos textos legales como 
«persona con análoga relación de actividad»; en otros casos se prefiere 
la más amplia denominación de «quien conviva con la persona socia». 
En relación con ello se constata que los cambios sociales en la organi-
zación de la convivencia privada y en las relaciones de afectividad han 
ido introduciendo, tanto en la regulación de las sociedades de capital 
como en la legislación cooperativa, menciones que tienden a equiparar 
con la persona cónyuge de la socia a su «pareja de hecho» y/o a otras 
personas que con ella conviven o con la que mantienen «relaciones de 
afectividad».

Tales comparaciones, no siempre equivalentes ni suficientemente 
determinadas, se hacen en la normativa cooperativa en relación, fun-
damentalmente, con tres aspectos: a) la posibilidad de ejercicio del 
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voto en representación de la persona socia36; b) la transmisibilidad en 
su favor de aportaciones al capital 37 u otros bienes cooperativos38 de 
la persona socia; y c) en materia de incompatibilidades39 y conflictos de 
interés con la cooperativa40. Otras veces, se hace una extensión general 
de los derechos de l@s cónyuges de las personas socias41. Y manifesta-
ciones específicas de la extensión de derechos se dan también en la re-
gulación de las personas beneficiarias de los bienes y servicios que su-
ministran las cooperativas de consumo42 y de viviendas43, que muchas 
veces (no siempre) incluyen tanto a las propias personas socias como a 
quienes «con ellas convivan».

En cualquier caso, la variabilidad y escasa definición actual de los lí-
mites de las figuras a las que se equipara en derechos nos lleva a con-
cluir que sería deseable armonizar el tratamiento de dicha equiparación 
entre cónyuge y «persona con análoga relación de afectividad»; o que 
quizá sea preferible buscar algún tratamiento más inclusivo, dada la 
creciente variedad en la organización de la convivencia privada y en las 
relaciones de afectividad44.

3.2. Fomentar las políticas de conciliación/corresponsabilidad

La necesidad de conciliar la vida laboral y societaria con la familiar 
y personal ha sido identificada como uno de los principales obstáculos 
con que se enfrentan las mujeres en sus esfuerzos por alcanzar la igual-
dad de trato en todos los ámbitos. Además, con el desarrollo de nuevos 
modelos de masculinidad no patriarcales se ha puesto de manifiesto la 
necesidad de reivindicar dicha conciliación también para los hombres, 

36 Arts. 49.1 LCCat; 126 LSCE; 43 LCIB; 52 LCAs; 50 LCC-LM; 33.2 LCAr; 
37.3 LCCV. El artículo 33.2 LCAr reconoce esta posibilidad de representación en las 
cooperativas de consumidores y usuarios, en las de viviendas y en las agrarias.

37 Arts. 54 LSCE; 169 LCAs; 81.3, a) y 133.6 LCC-LM.
38 Art. 125.7 LCCat.
39 Arts. 40, 44.2 y 47 LSCE; 59 LSCRM; 61 LCIB; 77.4 LCAs; 57 y 138. 4 LCC-LM; 

48, c) LSCA.
40 Arts. 41 LSCE; 66 LCIB; 52.1 LSCA.
41 Disp. ad. 3.ª LCCM; Disp. ad. 3.ª LCLR
42 Arts. 88.1 Lcoop; 123.1 LCCCyL; 111.1 LSCRM; 105. 1 LCE; 110 LCIB; 152. 

1 LCAs; 96 LSCA; 119.1 LCCan; 82.1 LCAr; 90.1 LCCV; 68.2 LFCN. El artículo 80.1 
LCAr reconoce también esta posibilidad en las cooperativas agrarias.

43 Arts. 89.1 Lcoop; 117.1 LCCCyL; art. 112.1 LSCRM; 113.1 LCCan; 91.1 y 
2 LCCV.

44 Para un mayor desarrollo, ver SENENT VIDAL, M.ª José (2015), «En torno al In-
forme de impacto de género...», op. cit.
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no sólo como eficaz colaboración con la lucha de las mujeres sino ade-
más como derecho a disfrutar de las tareas de cuidados de gente ma-
yor y pequeña, que tradicional y culturalmente les han sido escamotea-
dos. Es por ello que los denominados derechos de conciliación han ido 
accediendo tanto a la legislación laboral como a la de las entidades de 
la economía social, llegando a formularse por la doctrina la necesidad 
de su consideración explícita como derechos constitucionales; y que, 
consecuentemente, sea más correcto hablar de corresponsabilidad.

El reconocimiento de los derechos de conciliación/corresponsabilidad 
en las cooperativas puede considerarse implícito en varios de sus Princi-
pios. La relación más evidente se hace con el Primer principio que, como 
es sabido, expresa un mandato de erradicación de toda discriminación, 
también por razón de sexo, lo que ha llevado a la Alianza Cooperativa 
Internacional a establecer que «las cooperativas deberían asegurar, me-
diante acciones positivas, que no existen barreras para ser socio por ra-
zón de sexo. Además, las cooperativas deberían asegurar que las mujeres 
participan en igualdad numérica en sus programas de educación y de-
sarrollo de liderazgo» (International Cooperative Alliance, 1995:47). Pero 
también pueden identificarse conexiones con otros Principios coopera-
tivos. En particular, consideramos que la aplicación de la perspectiva de 
género al Principio Cuarto, «autonomía e independencia» y al Séptimo, 
«Interés por la comunidad» conducen a la necesidad de fomentar la con-
ciliación de las personas socias y trabajadoras de las cooperativas. Así, 
fortalecer la autonomía e independencia de las cooperativas debe signi-
ficar también el fortalecimiento de las de sus personas socias, especial-
mente de las de las mujeres, y para ello se ha de fomentar su indepen-
dencia económica y su conciliación. Y si «las cooperativas trabajan para 
conseguir el desarrollo sostenible de sus comunidades mediante políticas 
aprobadas por sus socios», «el concepto de «comunidad» debe alcanzar 
al entorno más próximo de las mujeres cooperativistas, a sus familiares y 
a sus espacios domésticos (conciliación)» (Senent, 2011:69-71).

En el Estado español, la legislación cooperativa y de la economía 
social ha ido incluyendo menciones explícitas a los derechos de conci-
liación. Así, por ejemplo, la Ley de sociedades cooperativas andaluza 
(art. 4, f) y la Ley de cooperativas de Cantabria (Preámbulo), integran 
la conciliación entre sus principios informadores; el Texto refundido de 
la Ley de cooperativas de Aragón (art. 59.4) y la Ley de cooperativas de 
Galicia (art. 68.2, g), la consideran objeto de financiación por los recur-
sos del fondo de educación y promoción cooperativa; ésta última, ade-
más (art. 43.4) ordena que, en aras de procurar la representación equi-
librada de mujeres y hombres en su consejo rector, se posibilite «entre 
los miembros de este órgano la compatibilidad y conciliación de su 
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ejercicio profesional pleno con las situaciones de maternidad y pater-
nidad y los cuidados de menores y personas dependientes». También 
demanda la Ley de cooperativas de Galicia (art. 107.1), en el ámbito 
concreto de las cooperativas de trabajo asociado, que «El régimen de 
prestación de trabajo posibilitará entre las personas socias de la coope-
rativa la compatibilidad y conciliación de su ejercicio profesional pleno 
con las situaciones de maternidad y paternidad y los cuidados de me-
nores y personas dependientes».

En el ámbito estatal, la Ley de Economía social (art. 4) incluye la 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral entre los principios 
orientadores de todas sus entidades (art. 5). Por su parte, la reciente 
Ley de sociedades laborales y participadas reclama de sus personas ad-
ministradoras una actuación que favorezca, entre otros aspectos, «la 
conciliación de la vida personal, familiar y laboral» (art. 13), que tam-
bién se incluye entre los principios informadores de las participadas 
(arts. 18 y 19). Por lo demás, es cada vez más habitual encontrar en los 
textos de lo que ha venido en denominarse softlaw (memorias de sos-
tenibilidad, planes de igualdad…), medidas que, con mayor o menor 
profundidad, detalle y efectividad, procuran la conciliación en coopera-
tivas y otras entidades de la Economía social, muy especialmente en el 
contexto de la denominada Responsabilidad social corporativa.

Sin embargo, un problema específico con que se encuentran en al-
gunos casos las personas socias de cooperativas de trabajo asociado a 
la hora de reclamar la aplicación de los derechos de conciliación radica 
en la naturaleza de su relación con la cooperativa, societaria y no la-
boral por cuenta ajena. La complejidad y detalle de la cuestión excede 
de la extensión de este trabajo, por lo que remitimos a nuestro análi-
sis al respecto en Senent y García, 2016. En síntesis, nuestra posición 
es la siguiente: dado que no hay una mención explícita en la Constitu-
ción española a los derechos de conciliación, no pueden beneficiarse 
de una tutela erga omnes; por ello, mientras que en el ámbito laboral 
encontrarían protección mediante la aplicación de lo previsto en su le-
gislación45, en el ámbito societario cabría un amplio margen de dispo-

45 Cfr. el art. 4 del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, que no enuncia 
entre los derechos laborales básicos el de conciliación, y 34.8, que sí lo reconoce expre-
samente. En el empleo público, el art. 14, j) del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 
de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público, reconoce el derecho individual de los empleados públicos «a la adop-
ción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral», 
que se desarrolla de modo particular en su art. 49, dedicado a los permisos por motivos 
de conciliación, entre otros. 
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nibilidad de acuerdo con la legislación vigente en materia cooperativa. 
Ésta, para su concreción suele remitir a la regulación interna (estatutos 
sociales, reglamento de régimen interno, acuerdos de la asamblea ge-
neral...).

Ello no obstante, sostenemos la plena aplicabilidad de la nor-
mativa, española y europea, en materia de conciliación también a 
las personas socias de las cooperativas de trabajo asociado. El mo-
tivo «no radica tanto en el carácter de su relación (societaria) con la 
cooperativa sino en la naturaleza de su prestación efectiva: «su es-
fuerzo personal y directo, a tiempo parcial o completo, a través de la 
organización en común de la producción de bienes o servicios para 
terceros» (art. 80.1, LC). Dicho de otro modo: la coincidencia entre el 
trabajo de la persona socia cooperativa y de la trabajadora asalariada 
no radica en la relación de la que trae causa la prestación del trabajo, 
societaria en el primer caso, laboral en el segundo, sino en el conte-
nido de tal prestación. [...] Dicho aún de otro modo, sea la causa del 
contrato laboral o societaria, da lugar a una prestación de trabajo. Si 
el trabajo es coincidente en ambos supuestos, consideramos que tam-
bién deberá serlo la normativa [...] aplicable en materia de derechos 
de conciliación, sobre todo si se tiene en cuenta que su finalidad es 
precisamente conciliar vida profesional y vida familiar en sus distintas 
manifestaciones». La conciliación formaría así parte de un conjunto 
de materias «paralaboralizadas» debido a la concurrencia de razo-
nes de «orden público profesional, mínimo, indisponible y protegido 
por el Estado, con el que se pretende tutelar a la fuerza de trabajo 
y evitar unos niveles de explotación socialmente inaceptables» (Ló-
pez Mora, 1999:17). Tal parece ser también el sentido del art. 139.1 
LCEx al atribuir un carácter de norma de aplicación directa, a «los de-
rechos reconocidos en la legislación laboral que» afecten al principio 
de igualdad.

Por lo demás, todo el trabajo interpretativo sería innecesario si, 
como es justo, hubiese un reconocimiento constitucional expreso de la 
naturaleza de derechos fundamentales de los derechos de conciliación. 
En tal caso, la construcción sería justamente la contraria: la legislación 
habría de aplicarlos y regularlos, teniendo siempre como límite su con-
tenido esencial; no podrían ser ignorados o disponer sobre tal conte-
nido esencial. Mientras tanto, resulta altamente recomendable para la 
efectividad de los derechos de las personas socias de las cooperativas, 
proceder a una regulación interna explícita, ya sea en los estatutos so-
ciales o en los reglamentos de régimen interno, ya en las memorias de 
sostenibilidad, en los planes de igualdad, en los acuerdos sobre respon-
sabilidad social cooperativa…, etc.
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3.3.  Alcanzar la presencia equilibrada en los órganos de gobierno 
y representación

Son todavía relativamente pocos los estudios sobre la contradicción 
que supone entre teoría y práctica de las entidades de economía so-
cial la «baja participación de las mujeres en puestos de poder, tanto en 
puestos ejecutivos como en puestos de gobierno» (Elio, 201646), pero 
todos coinciden en constatar dicha situación [Carretero y Avello, 2011; 
Elio, 2006, 2007 y 2016; Esteban, Gargallo y Pérez, 2011; Hernández, 
Ruiz, García y Pedrosa, 2018; Mateos, Iturriuz, y Gimeno, 2007; Meliá, 
Carnicer y Juliá, 2017:25347; Palomo, García, Gutiérrez, y Fernández, 
201348; y VV. AA. (coord. Meliá, Carnicer y Juliá, 2017)].

Ya hemos avanzado la definición de composición equilibrada que 
hace la LOIEMH: «la presencia de mujeres y hombres de forma que, 
en el conjunto a que se refiera, las personas de cada sexo no supe-
ren el sesenta por ciento ni sean menos del cuarenta por ciento» (Disp. 
Ad. 1.ª LOI); y que su más conocida aplicación en el ámbito económico 
privado es la previsión del art. 75 LOIEMH. Pero además, la LOIEMH 
contiene otras normas que promueven la presencia de las mujeres en 
la actividad empresarial; así, por ejemplo, el también citado artículo 30 

46 Ver, para el ámbito concreto de las cooperativas y especialmente las vascas y las 
del Grupo cooperativo Mondragón, los diversos trabajos al respecto de Eunate ELIO 
CEMBORAIN.

47 «Los resultados de este estudio constatan que tan solo un 26% de las coopera-
tivas agroalimentarias más grandes de España (con un volumen de facturación mayor a 
los 10 millones de euros) cuentan con alguna mujer en su Consejo Rector, siendo la me-
dia de 1,5 mujeres en los Consejos, dato reducido teniendo en cuenta que el tamaño 
medio de los mismos es de 10,8 miembros [Meliá et al. (2016)]. Esta proporción, sin 
embargo, es mayor en los equipos directivos de esas entidades (un 59% de las coope-
rativas cuentan con alguna mujer directiva), aunque coincidiendo con Cabrerizo (1999), 
Langreo y Benito (2006), Ryan y Haslam (2005; 2007) y Cooperativas Agro-alimentarias 
de España (2011), la presencia femenina disminuye conforme aumenta el nivel de res-
ponsabilidad, siendo una excepción las mujeres que ejercen el rol de directoras genera-
les; confirmándose la teoría del «techo de cristal». Por último, hemos constatado que la 
presencia femenina en los equipos directivos aumenta con el tamaño de la cooperativa, 
coincidiendo con los resultados obtenidos por Esteban et al. (2015)», Meliá, Carnicer y 
Juliá, 2017:253.

48 «la presencia de mujeres en el sector de las cooperativas de crédito que se ha es-
tudiado no resulta especialmente destacada; si bien, en el último año analizado, 2011, 
con un 11,40%, se sitúa en valores intermedios en relación con los estudios previos 
para los diversos países europeos […] permite avanzar también que, a dicho ritmo, sería 
preciso alcanzar el año 2045 para que, mediante la confirmación de la tendencia anali-
zada, se alcanzase la proporción del 40% planteada por la propuesta de normativa eu-
ropea. Según esto parece aún lejano el momento de superar el denominado techo de 
cristal», Palomo, García, Gutiérrez, y Fernández, 2013:10.
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LOIEMH, para el desarrollo de la titularidad compartida de las explota-
ciones agrarias y de acciones que favorezcan la incorporación de muje-
res a los órganos de dirección de empresas y asociaciones del ámbito 
rural.

La promoción de la participación de las mujeres en el gobierno de 
las cooperativas está fundamentada en el Segundo principio coopera-
tivo, «gestión democrática por parte de los socios», que indica que «las 
cooperativas son organizaciones gestionadas democráticamente por los 
socios, los cuales participan activamente en la fijación de sus políticas y 
en la toma de decisiones. Los hombres y mujeres elegidos para repre-
sentar y gestionar las cooperativas son responsables ante los socios...». 
La Declaración de Manchester de la Alianza Cooperativa Internacional 
también manifiesta que «gran parte del futuro éxito del movimiento 
cooperativo dependerá de la voluntad de reconocer una verdadera 
igualdad entre las mujeres y los hombres en las deliberaciones de 
las organizaciones cooperativas» (International Cooperative Alliance, 
1996:107). Y más adelante, al analizar los retos de futuro, afirma que 
«al afrontar estos desafíos, las cooperativas se beneficiarán si se asegu-
ran de que las puertas están abiertas a las mujeres en cuanto socios, lí-
deres elegidos, empleados y directivos. El hacerlo será un buen nego-
cio a causa del poder económico que representan las mujeres, aunque 
son propietarias de menos de lo que por su número y trabajo mere-
cen. De forma más fundamental e importante, el hacerlo es simple jus-
ticia, en armonía con los compromisos básicos evidentes en los círculos 
cooperativos desde sus comienzos» (International Cooperative Alliance, 
1996:131).

La legislación cooperativa española ha incluido, hasta la fecha, va-
rias normas relativas a la presencia equilibrada. Así lo hace la Ley de 
Cooperativas de la Comunidad Valenciana que, en su modificación de 
2015, incorpora un nuevo punto 6 a su artículo 42, con el siguiente 
texto: «6. Las cooperativas procurarán incluir en su consejo rector un 
número de mujeres que permita alcanzar en su seno una presencia 
equilibrada de mujeres y hombres coherente con la composición de su 
masa social». Por su parte, la Ley de Sociedades Cooperativas Andalu-
zas (art. 38.4) y la Ley de Cooperativas de Galicia (art. 43.4) establecen 
que «Las sociedades cooperativas procurarán la presencia equilibrada 
de socios y socias en el consejo rector»49; el texto gallego añade que 
«A tal objeto, se posibilitará entre los miembros de este órgano la com-

49 La LCG también demanda la procura de presencia equilibrada de mujeres y hom-
bres en la composición y organización del Consejo Gallego de Cooperativas, así como 
las de sus órganos (art. 136.4). 
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patibilidad y conciliación de su ejercicio profesional pleno con las situa-
ciones de maternidad y paternidad y los cuidados de menores y perso-
nas dependientes». Por su parte, la Ley de Cooperativas de Cataluña 
indica, en su artículo 10, «Medidas de igualdad», que «las cooperativas 
deben garantizar la igualdad de trato y de oportunidades entre las mu-
jeres y los hombres que forman parte de ellas, y tender a representar a 
los dos sexos de forma proporcional a su presencia en los cargos de la 
cooperativa». La más reciente Ley de sociedades cooperativas de Extre-
madura incluye en su art. 50.7 que «La sociedad cooperativa asegurará 
la representatividad de todos sus socios y socias. Para ello, el consejo 
rector, en su composición, tenderá a la paridad y habrá, al menos, un 
número de integrantes mujeres proporcional al número de socias que 
tenga la sociedad cooperativa. El incumplimiento de esta obligación 
conllevará la prohibición a la sociedad cooperativa de obtener la condi-
ción de beneficiaria de las subvenciones cuyas bases reguladoras y con-
vocatorias sean aprobadas por la Administración de la Comunidad Au-
tónoma de Extremadura. Si no se alcanzase la paridad, en la memoria 
de cuentas anuales de la sociedad cooperativa se deberá justificar, de-
bidamente, el motivo y el procedimiento a seguir para alcanzarla. Ade-
más, el incumplimiento de la proporcionalidad respecto al número de 
socias que tenga la cooperativa supondrá la comisión de una infracción 
leve de las tipificadas en el artículo 185.3 de esta Ley»50.

El resto de leyes de cooperativas del Estado español no contie-
nen alguna norma similar. No obstante, cabe interpretar que el art. 75 
LOI es plenamente aplicable a las cooperativas que, estando «obliga-
das a presentar cuenta de pérdidas y ganancias no abreviada» proce-
dan a nombrar cargos de su órgano general de administración (ver al 
respecto, Senent, 2012). Por lo demás, tanto la Ley estatal (art. 33, 
párs. segundo y tercero de la LC) como diversas Leyes autonómicas de 
cooperativas (véase, p. e., los arts. 45.4 LCE; 41.3 LCCat; 42.5 LCCV) 
recogen la posibilidad de que los estatutos sociales establezcan cuotas 
de representación en el órgano de administración en favor de determi-
nados colectivos. No parece que hayan razones objetivas para impe-
dirlo cuando se trate de alcanzar la «presencia equilibrada» de mujeres 
y hombres. Para ello, las normas de autoorganización de la cooperativa 

50 La LSCE, a semejanza de la LCG, indica que en la composición del Consejo Supe-
rior del Cooperativismo de Extremadura «se garantizará la representación equilibrada de 
hombres y mujeres», en los términos establecidos para todos los órganos de la órganos 
directivos de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura cuya desig-
nación corresponda al Consejo de Gobierno por la Ley 8/2011de Igualdad entre Mujeres 
y Hombres y contra la Violencia de Género en Extremadura.
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pueden jugar un papel protagonista; en la medida en que no quede 
garantizada la presencia equilibrada, el establecimiento de cuotas en la 
composición de los órganos podría ser la solución idónea. Y si la «cul-
tura organizacional» todavía no está «madura» para ello, podría op-
tarse por la inclusión en normas de soft law (planes de RSE, memorias 
de sostenibilidad...) de cláusulas tipo comply or explain, similares a la 
Recomendación 14 del Código de Buen Gobierno de las Sociedades 
Cotizadas51, que aconseja que «el consejo de administración apruebe 
una política de selección de consejeros que […] promueva el objetivo 
de que en el año 2020 el número de consejeras represente, al menos, 
el 30% del total de miembros del consejo de administración.

También se ha de referir una enmienda del Grupo Parlamentario 
Socialista (núm. 193) a la ya citada Proposición de Ley para garanti-
zar la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres 
en el empleo y la ocupación, que propone la modificación del art. 75 
LOIEMH con el siguiente texto: «La composición del consejo de admi-
nistración de las sociedades obligadas a presentar cuenta de pérdidas y 
ganancias y de las sociedades cooperativas deberá cumplir con el prin-
cipio de presencia equilibrada a partir del año 2023». La motivación ex-
presada es la de «equiparar a las cooperativas con el resto de entida-
des en relación con el cumplimiento del principio de igualdad de trato 
y de oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupa-
ción». Sin embargo, consideramos que habría que buscar una redac-
ción más ajustada, ya que la interpretación literal de la que se propone 
podría dar lugar, eventualmente, a que solamente fuese reclamable a 
las grandes sociedades de capital (obligadas a presentar cuenta de pér-
didas y ganancias, entendemos que «no abreviada) mientras que sí lo 
sería para todas las cooperativas.

Tampoco debería circunscribirse, a nuestro entender, la aplica-
ción del principio de presencia equilibrada al órgano de administración 
(sea éste colegiado o no52). La mutualidad que caracteriza a la coope-

51 El Código de Buen Gobierno de las Sociedades Cotizadas actualmente vigente 
en España fue aprobado por la Comisión Nacional del Mercado de Valores en Febrero 
de 2015 y está accesible en https://www.cnmv.es/DocPortal/Publicaciones/CodigoGov/
Codigo_buen_gobierno.pdf (22/01/19, 12:16). Para un análisis de los altibajos en el fo-
mento de la presencia equilibrada en las sociedades mercantiles españolas ver nuestro 
trabajo al respecto, «En torno al Informe de impacto de género sobre el Anteproyecto 
de Código Mercantil».

52 El principio de presencia equilibrada también puede reclamarse para las modali-
dades unipersonales de órganos de administración, puesto que la LOIEMH lo reconoce 
explícitamente para órganos o cargos de derecho público de este tipo; es el caso pre-
visto, por ejemplo, en el art. 16 LOIEMH. También se pronuncia en esa línea el Dicta-
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rativa, con la consiguiente obligatoriedad de participación en la activi-
dad cooperativizada, se traduce en una multiplicidad de órganos socia-
les (intervención, control de la gestión, recursos, liquidadores, comité 
social, asambleas de sección, juntas preparatorias...) en los que las mu-
jeres han de ver garantizada su presencia equilibrada. Y lo mismo ca-
bría aducir en relación con la estructura técnica o «profesional» de la 
cooperativa (alta dirección, gerencia, consultoría...).

4. Combatir la brecha salarial y la retributiva

En una primera aproximación, el concepto de «brecha salarial» que 
podemos utilizar para la indagación sobre su existencia en las entidades 
de la economía social es el de «promedio de la diferencia entre ingre-
sos brutos por hora de hombres y mujeres ante trabajo igual o de igual 
valor». Las causas que se apuntan para su producción son diversas, 
pero pueden resumirse, nuevamente, en uno de sus elementos comu-
nes: son los estereotipos de género los que se encuentran en su base. 
Algunos de ellos son los siguientes: la existencia de segregación hori-
zontal, que hace que los empleos y tareas considerados «femeninos» 
se conviertan, en general, en menos valorados; la segregación vertical, 
o «techo de cristal», que dificulta el acceso de las mujeres a los puestos 
de dirección; la transición entre educación y mercado laboral, en la que 
las mujeres, aunque más y mejor formadas, siguen encontrando ma-
yores dificultades; las tareas de cuidados, que siguen recayendo fun-
damentalmente en las mujeres y que condicionan el tipo de contrato 
(temporal), la duración de la jornada laboral (tiempo parcial, 75%) y las 
excedencias y permisos para cuidado de hijos e hijas y otras personas 
dependientes, y que requieren de más horas de trabajo, no retribui-
das53; la atribución de «complementos salariales» que, «en unos casos 

men del Consejo de Estado, de 22 de junio de 2006, sobre el entonces Anteproyecto 
de LOIEMH. (p. 19): «La «composición equilibrada» evoca la situación de órganos cole-
giados [...], mientras que la orientación del Anteproyecto no se limita a un equilibrio en 
la composición de órganos de tal naturaleza, sino que pretende alcanzar el equilibrio en 
relación con nombramientos y designaciones de órganos unipersonales y cargos de res-
ponsabilidad [...], equilibrio predicable, en este caso, de la presencia de mujeres y hom-
bres «en el conjunto a que se refiera» (utilizando la acertada expresión de la disposición 
adicional primera)».

53 «Durante 2017 se registraron 55.133 excedencias para cuidar de un hijo, de 
menores acogidos o de otros familiares y, de ellas, 49.934 (el 90,57%) fueron solicita-
das por mujeres, según datos del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. Además, de 
acuerdo a la Encuesta de Población Activa, en el cuatro trimestre de 2017 había 2 millo-
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se trata de complementos otorgados con criterios discrecionales, sobre 
todo en los puestos directivos, y que benefician menos a las mujeres», 
y en otros «retribuyen aspectos “masculinizados” del trabajo, como el 
esfuerzo físico, la penosidad, la nocturnidad, o la disponibilidad hora-
ria; mientras que no se retribuyen los atributos “feminizados”: aten-
ción, precisión, resistencia, etc.» (CCOO, 2018:27).

La brecha salarial vulnera la prohibición de discriminación por sexo 
en la remuneración del trabajo (art. 35.1 CE); el principio de igualdad 
de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, aplicable en el 
ámbito del empleo privado y en el del empleo público, que «se garan-
tizará, en los términos previstos en la normativa aplicable, […] en las 
condiciones de trabajo, incluidas las retributivas» (art. 5 LOIEMH); y la 
obligación de la persona empresaria de «pagar por la prestación de un 
trabajo de igual valor la misma retribución, satisfecha directa o indirec-
tamente, y cualquiera que sea la naturaleza de la misma, salarial o ex-
trasalarial, sin que pueda producirse discriminación alguna por razón 
de sexo» (art. 28 ET). «A pesar de ello, la brecha salarial entre mujeres 
y hombres persiste»54.

Cuando intentamos trasladar dicho análisis a las cooperativas, a fin 
de comprobar si en ellas se da una mejor situación para las mujeres o si 
también se reproduce la discriminación salarial de género, nos encon-
tramos con dos dificultades básicas: la primera, ya constatada, la de la 
falta de datos y estudios en la materia; la segunda, la de tener que di-
ferenciar entre las personas trabajadoras por cuenta ajena y las perso-
nas socias trabajadoras o de trabajo, cuyas retribuciones por su presta-
ción de trabajo no tienen la consideración de salario, sino de anticipos 
a cuenta de beneficios. A la espera de poder contar con datos comple-
tos y actualizados, únicamente podemos aportar indicios de que la bre-
cha salarial y retributiva también se dan en las cooperativas.

Por una parte, como ya hemos apuntado supra, de los datos desa-
gregados por sexo que aporta el Ministerio de Empleo español respecto 
de las personas que trabajan en cooperativas y sociedades laborales, se 
deduce la existencia de segregación vertical, ya que las mujeres se si-

nes de ocupadas trabajando a tiempo parcial en toda España, frente a un 733.300 hom-
bres en esa situación, menos de la mitad.», EUROPA PRESS, 08/03/2018, «Huelga femi-
nista 2018: la brecha salarial, en ocho gráficos», https://www.europapress.es/ sociedad/
noticia-huelga-feminista-2018-brecha-salarial-ocho-graficos-20180306113956.html, 
21/01/19, 06:10.

54 «En 2015 [último año del que se cuentan datos], la ganancia media anual de las 
mujeres era de 20.052€ y la de los hombres de 25.993€, lo que supone una diferencia 
de 5.941 € y una brecha del 30%; es decir, el salario medio anual de las mujeres tiene 
que aumentar el 30% para equipararse al de los hombres» (CCOO, 2018:15 y 16).
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túan mayoritariamente en las categorías profesionales menos retribui-
das. Si a ello añadimos que tal situación se contradice con su probable 
mayor nivel formación y cualificación, cabe sospechar que mujeres ca-
pacitadas para ejercer tareas de superior clasificación profesional están 
siendo relegadas a las peor pagadas. Por otra parte, también se puede 
constatar la mayor precariedad de la prestación de trabajo de las mu-
jeres en cooperativas y sociedades laborales: a 30/09/18, las mujeres 
eran el 45,5% de las personas dadas de alta en estas entidades, y en-
tre ellas un 26,7% lo eran con contratos temporales, frente al 23,1% 
de varones con dicho tipo de contratos. En relación con el trabajo a 
tiempo parcial, el 32,4% de las mujeres tenía ese tipo de jornada, 
mientras que solamente lo hacían el 10,1% de los hombres55. En un 
sentido similar apunta un reciente trabajo de Pérez y Valiente (2018) 
sobre el perfil y calidad del empleo generado por las sociedades coope-
rativas andaluzas, aunque también constata que «las cooperativas ge-
neran mayores oportunidades laborales para las mujeres que las socie-
dades mercantiles».

Por lo demás, no se cuenta en absoluto con datos respecto de la 
brecha salarial/retributiva para los puestos de alta dirección y para los 
supuestos de retribución por cargos representativos; pero si fuesen 
trasladables, aunque solo fuese de manera orientativa, los datos que sí 
que afloran en el ámbito de las sociedades de capital, cabe sospechar 
que la discriminación por razón de sexo es todavía mayor56.

En cualquier caso, se ha planteado que, mientras que «la discrimi-
nación salarial directa entre mujeres y hombres por un trabajo igual es 
ahora poco frecuente», «las normas antidiscriminatorias por razón de 
sexo en materia salarial han sido menos eficaces a la hora de garan-
tizar la igualdad retributiva por un trabajo de «igual valor», de forma 
que en muchas ocasiones pueden concurrir discriminaciones indirectas 
debido a la ausencia de instrumentos aplicables que permitan determi-
nar cuando estamos ante trabajos de «igual valor» que, consecuente-
mente, deben ser remunerados de igual modo». Por ello, «la Comisión 

55 Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social: BASE DE DATOS DE LA 
ECONOMÍA SOCIAL. Características de los Trabajadores en situación de alta en la Segu-
ridad Social. 30 de Septiembre de 2018, http://www.mitramiss.gob.es/es/sec_trabajo/
autonomos/economia-soc/EconomiaSocial/estadisticas/CaracteristicasTrabajadores/2018/
3TRIM/GRAFICO_3TRIMESTRE.pdf , 21/01/19, 07:31.

56 Los pocos estudios al respecto hablan de brechas salariales y/o retributivas sig-
nificativamente mayores. Ver, p. e., Raúl Sánchez y Héctor Figueroa: «La brecha sala-
rial en la Bolsa española: las consejeras cobran hasta un 40% menos que los hombres», 
eldiario.es, 08/03/18, https://www.eldiario.es/economia/consejeras-brecha-salarial-
llega_0_747875861.html, 21/01/19, 12:08.

 
Deusto Estudios Cooperativos 

44 ISSN: 2255-3452, Núm. 12 (2019), Bilbao, pp. 13-55

http://www.mitramiss.gob.es/es/sec_trabajo/autonomos/economia-soc/EconomiaSocial/estadisticas/CaracteristicasTrabajadores/2018/3TRIM/GRAFICO_3TRIMESTRE.pdf
http://www.mitramiss.gob.es/es/sec_trabajo/autonomos/economia-soc/EconomiaSocial/estadisticas/CaracteristicasTrabajadores/2018/3TRIM/GRAFICO_3TRIMESTRE.pdf
http://www.mitramiss.gob.es/es/sec_trabajo/autonomos/economia-soc/EconomiaSocial/estadisticas/CaracteristicasTrabajadores/2018/3TRIM/GRAFICO_3TRIMESTRE.pdf
https://www.eldiario.es/economia/consejeras-brecha-salarial-llega_0_747875861.html
https://www.eldiario.es/economia/consejeras-brecha-salarial-llega_0_747875861.html


Herramientas jurídicas para la aplicación de la perspectiva de género a la regulación  
de las cooperativas y otras entidades de la economía social María José Senent Vidal

Europea, en su Recomendación de 7 de marzo de 2014 sobre el re-
fuerzo del principio de igualdad de retribución entre hombres y muje-
res a través de la transparencia, ha recomendado a los Estados miem-
bros que precisen en su legislación el concepto de «trabajo de igual 
valor», en consonancia con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de 
la Unión Europea.[…] empleando criterios objetivos tales como los re-
quisitos educativos, profesionales y de formación, la cualificación, el es-
fuerzo y la responsabilidad, la prestación realizada y la naturaleza de 
las tareas en cuestión»57

En línea con tal recomendación, el 10 de noviembre de 2017 el 
Grupo Parlamentario Podemos-En Común y Podem-En Marea presentó 
una Proposición de Ley de Igualdad Retributiva entre Mujeres y Hom-
bres58 en la que se incluyen dos iniciativas para la modificación de la 
Ley 27/1999, de Cooperativas (LC). Por una parte, se propone modifi-
car el art. 16.1 LC a fin de que en el libre ejercicio de los derechos de 
las personas socias «en ningún caso se pueda producir discriminación 
directa o indirecta por razón de sexo.»59. Por otra parte, en el art. 80.4 
LC en relación con la regulación de los anticipos societarios a percibir 
por las personas socias trabajadoras se plantea especificar que «Deberá 
pagarse igual anticipo por la prestación de servicios de igual valor, en 
todos sus conceptos, sin que pueda producirse discriminación alguna, 
directa o indirecta, por razón de sexo, en ninguna de las condiciones 
del anticipo»; así como la adición de un apartado 9 al mismo art. 80 
LC, a fin de especificar «el principio de igual retorno cooperativo por 
trabajo de igual valor realizado por hombres o mujeres, sin que, ni en 
su cuantía ni en ninguna de sus condiciones, se pueda producir discri-
minación directa o indirecta por razón de sexo».

Por su parte, la Proposición de Ley para garantizar la igualdad de 
trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en materia retribu-
tiva, presentada por el Grupo Parlamentario Socialista, también apunta 
que «los criterios para determinar la cuantía de los anticipos societa-
rios deberán retribuir igual los trabajos iguales o de igual valor» en el 
art. 80.4 de la LC. A tal efecto, se considerará que «un trabajo tendrá 

57 Proposición de Ley para garantizar la igualdad de trato y de oportunidades entre 
mujeres y hombres en materia retributiva, presentada por el Grupo Parlamentario Socia-
lista el 02/03/18, http://www.congreso.es/public_oficiales/L12/CONG/BOCG/B/BOCG-
12- B-214-1.PDF , 21/01/19, 08:23. 

58 http://www.congreso.es/public_oficiales/L12/CONG/BOCG/B/BOCG-12-B-171-1.
PDF , 21/01/19, 10:11. 

59 No parece aportar una mejora significativa esta propuesta, más allá de un efecto 
«recordatorio» de la prohibición expresada por la propia Constitución española y la 
LOIEMH.
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igual valor que otro cuando la naturaleza de las actividades efectiva-
mente encomendadas, las condiciones educativas, profesionales o de 
formación exigidas para su ejercicio, los factores estrictamente relacio-
nados con su desempeño y las condiciones en las que lleva a cabo su 
prestación en realidad sean equivalentes»60. Para las sociedades labo-
rales se proponen dos modificaciones en la Ley 44/2015, de Socieda-
des Laborales y Participadas (LSLP): que «la transmisión de acciones o 
participaciones que […] incurran en discriminación directa o indirecta 
no producirán efecto alguno frente a la sociedad» (art. 6.4 LSLP); y que 
«la actuación de los administradores debe [...] favorecer [...] la igualdad 
de trato y de oportunidades entre hombres y mujeres, en particular en 
materia retributiva» (art. 13.3 LSLP).

En relación con las sociedades laborales se ha de tener en conside-
ración que también les serían aplicables, en función de sus caracterís-
ticas particulares, otras propuestas para que las sociedades de capital 
adopten medidas de transparencia en materia retributiva. En concreto, 
se ha señalado que «Las medidas que pueden adoptarse para dar cum-
plimiento al artículo 21.4 de la Directiva 2006/54 pueden diferenciarse 
en dos tipos: las que revelan la retribución de los empleados individual-
mente considerados según su sexo ante indicios de discriminación y las 
que muestran información salarial colectiva para los distintos grupos o 
categorías profesionales. Las primeras se dirigen fundamentalmente a 
resolver casos individuales de discriminación salarial y cuentan con un 
efecto preventivo; las segundas tienen como principal finalidad diag-
nosticar la existencia de diferencias retributivas injustificadas y empren-
der medidas más generales encaminadas a eliminarlas».

Para ello, se propone la modificación de la Ley de Sociedades de 
Capital, en sus artículos 271.4, para recordar que el sistema de remu-
neración de las personas administradoras «no podrá incurrir en discri-

60 Una enmienda del Grupo parlamentario Ciudadanos propone modificaciones en 
al respecto, demandando una redacción del artículo 80.4 LC, diferente a la propuesta, 
en los siguientes términos: «Deberá pagarse igual anticipo por la realización de traba-
jos de igual valor, en todos sus conceptos, sin que pueda producirse discriminación al-
guna, directa o indirecta, por razón de sexo, en ninguna de las condiciones del anticipo. 
A estos efectos, se considerará por trabajo de igual valor la definición establecida en el 
artículo 28 del Estatuto de los Trabajadores»; y la adición de un apartado 9 al mismo 
artículo, con una redacción prácticamente idéntica a la ya propuesta por el Grupo Par-
lamentario Podemos-En Común y Podem-En Marea en su Proposición de Ley de Igual-
dad Retributiva entre Mujeres y Hombres: «9. Los retornos cooperativos se calcularán 
tomando en consideración el principio de igual retorno cooperativo por trabajo de igual 
valor, sin que, ni en su cuantía ni en ninguna de sus condiciones, se pueda producir dis-
criminación directa o indirecta por razón de sexo.».
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minación directa o indirecta por razón de sexo»; y 260, menciones dé-
cima, undécima y duodécima, a fin de que se publique en la memoria 
de estas entidades información desagregada por sexo de sueldos y sa-
larios, cargas sociales, cotizaciones a pensiones, y retribuciones de per-
sonas consejeras y de alta dirección. Respecto de éstas dos últimas, se 
habrán de especificar dietas, obligaciones contraídas en materia de 
pensiones, primas de seguros de vida o de responsabilidad civil, antici-
pos y créditos concedidos, y obligaciones asumidas a título de garantía.

5.  Erradicar y prevenir la violencia de género en la actividad 
económica

El concepto de violencia de género incluye la violencia económica61, 
que suele asociarse a la que se da en el ámbito privado, doméstico62; 
pero se ha de tener presente que también incluye otras modalidades, 
dado que en una acepción más amplia incluye, a nuestro entender más 
acertadamente, «todo acto de fuerza o de poder ejercido contra las 
mujeres y que vulnera sus derechos económicos»63. Además, se apunta 
que «se pueden distinguir dos variantes en este tipo de agresiones: la 
violencia económica y la patrimonial. La primera se manifiesta «a tra-
vés de limitaciones encaminadas a controlar las percepciones econó-
micas de la víctima; puede ser a nivel familiar y también por percibir un 
menor salario por su condición de género, si hablamos a nivel laboral». 
En cuanto a la patrimonial, se entiende «que va más enfocada al bien 
de la persona»; «en este caso se da al ejercer un daño sobre el bien de 
la mujer o persona, quizá al vender su patrimonio, dañarlo, o privarla 

61 NACIONES UNIDAS, Manual de legislación sobre la violencia contra la mujer, 
en WOMENWATCH, 2010, http://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/handbook/ 
Handbook-for-legislation-on-VAW-%28Spanish%29.pdf, 21/01/19, 12:17.

62 La violencia económica se ha definido (suponemos que en el contexto de la 
Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral con-
tra la Violencia de Género) como «la privación intencionada, y no justificada legal-
mente, de recursos para el bienestar físico o psicológico de la mujer y de sus hijas e hi-
jos o la discriminación en la disposición de los recursos compartidos en el ámbito de la 
pareja», Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales, Junta de Andalucía,http://
www. juntadeandalucia.es/igualdadybienestarsocial/export/Violencia_Genero/HTML/ 
Definiciones.html, 21/01/19, 12:20. En el mismo sentido, http://igualdade.xunta.gal/es/
content/que-es-la-violencia-de-genero , 21/01/19, 12:29.

63 Roselia NÚÑEZ, «La violencia económica hacia las mujeres es una realidad», 
en CENTRO DE ESTUDIOS DE GÉNERO DE LA UNIVERSIDAD DE EL SALVADOR, http:// 
genero.ues.edu.sv/index.php/reportajes/63-la-violencia-economica-hacia-las-mujeres-es-
una-realidad, 22/01/17, 18:17. 
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del derecho de tener documentos que son vitales para la compraventa 
del bien»64. Es por ello que entendemos que también puede darse en 
el ámbito societario, especialmente en las situaciones de subordinación 
(legal o de hecho, laboral o profesional).

En cualquier caso, frente a cualquier manifestación de violencia de 
género cabe invocar la tutela del derecho fundamental a la igualdad y 
la no discriminación que establece la Constitución Española y desarro-
lla la LOIEMH. En relación con ésta ultima, es de especial aplicación su 
artículo 7.4: «El condicionamiento de un derecho o de una expecta-
tiva de derecho a la aceptación de una situación constitutiva de acoso 
sexual o de acoso por razón de sexo65 se considerará también acto de 
discriminación por razón de sexo».

En el ámbito del Derecho societario no se había planteado todavía 
la necesidad de adoptar medidas contra la violencia de género; pero, 
como hemos visto, algunas leyes cooperativas autonómicas comienzan 
a referirse a a ello (LCAr, art. 59.4; LCG, art. 107, Disp. Ad. Sexta, 5.º), 
lo que nos da pié a hacer propuestas en ese sentido. En efecto, consi-
deramos que la extrema gravedad de las conductas violentas y sus te-
rribles consecuencias hacen necesario reclamar que los textos legales 
reguladores de la actividad empresarial incorporen normas imperativas 
que ayuden a eliminar en ella la más radical expresión de la discrimina-
ción contra las mujeres. Una propuesta al respecto podría ser incluir, 
como causa legal de exclusión del socio o de despido del trabajador, su 
condena por un delito de violencia de género hacia mujeres relaciona-
das con la sociedad, sea como socias, trabajadoras, colaboradoras ex-
ternas o proveedoras, clientes o usuarias. Además, debería preverse la 
adopción de medidas cautelares en el funcionamiento societario y em-
presarial mientras el posible maltratador sea investigado por ello, muy 
especialmente en los supuestos en que se haya decretado una orden 
de alejamiento.

En el ámbito opuesto, es de destacar la única norma que conoce-
mos que, en el ámbito societario en general y en el cooperativo en par-
ticular, aborda la adopción de «medidas dirigidas a la plena integración 
laboral y social de las mujeres víctimas de violencia de género». Nos re-

64 Juan TOLENTINO MORALES, eleconomista.com.mx, 07/03/18, «La violen-
cia económica y patrimonial, el enemigo invisible», https://www.eleconomista.com.
mx/ finanzaspersonales/La-violencia-economica-y-patrimonial-el-enemigo-invisible-
20180307-0117.html , 21/01/19, 13:43. 

65 Art. 7.2 LOIEMH: «Constituye acoso por razón de sexo cualquier comporta-
miento realizado en función del sexo de una persona, con el propósito o el efecto de 
atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo».
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ferimos a la Disposición adicional sexta, 5.º LCG, que efectúa el corres-
pondiente mandato a tanto a la Xunta de Galicia como a las cooperati-
vas gallegas.

Sea como sea, se incorporen o no tales previsiones a los textos le-
gales correspondientes, nada impide incorporar a normas internas es-
tatutarias o de régimen interno la calificación de la violencia de gé-
nero como falta muy grave sancionable con la expulsión o el despido; 
los protocolos de prevención y sanción del acoso sexual o por razón de 
sexo; y medidas de apoyo a las socias y trabajadoras que hayan sido 
objeto de violencia.

6. Promover la comunicación inclusiva

Como se ha indicado, «el español cuenta con una serie de meca-
nismos mediante los que la discriminación sexual […] se recrea, se re-
produce y se mantiene […] reflejando, construyendo y naturalizando 
la concepción sexista de la realidad. Se trata de usos «normales» del 
español que actúan contra las mujeres y perpetúan la idea de la supe-
rioridad masculina. Entre ellos, […] la ocultación de la mujer en el len-
guaje por el empleo reiterado de voces masculinas en sentido gené-
rico […] y como consecuencia, la identificación de lo masculino con 
la humanidad»66. Las constatadas consecuencias psicológicas para la 
identidad femenina de este proceso de exclusión de la lengua, de no 
ser nombrada, así como el grado de confusión e inseguridad jurídica 
que puede generar el uso del masculino genérico, han llevado, reitera-
damente, a la intervención de las instituciones públicas67.

En relación con ello, el Consejo de Europa ha reconocido que «la 
utilización masiva de formas masculinas para referirse a hombres y mu-
jeres, por una parte, afecta a su identidad (a los unos los supravalora, al 
nombrarlos constantemente y convirtiéndolos en protagonistas únicos, 

66 Mercedes BENGOECHEA BARTOLOMÉ, «Lección 3. Lenguaje y sexismo», en 
VV.AA., Diversidad de género e igualdad de derechos, (coord. Carmona) [Tirant lo 
Blanch], 2012, pp. 42 y 43.

67 Por ejemplo, ya en 2011, la Comisión de Igualdad del Consejo General del Po-
der Judicial promovió la investigación que dio lugar a la publicación de VV.AA., Len-
guaje jurídico y género: sobre el sexismo en el lenguaje jurídico (coords. Ana Ru-
bio y Encarna Bodelón), Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2011, pp. 8 y 9, 
http://www.poderjudicial.es/stfls/CGPJ/OBSERVATORIO%20DE%20VIOLENCIA%20
DOM%C3%89STICA/ESTUDIOS/FICHERO/20131129%20Libro%20completo%20 
Lenguaje%20Jur%C3%ADdico%20y%20de%20G%C3%A9nero.pdf, 21/01/19, 
14:14.
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a las otras las ignora) y, por otra parte, repercute en la desigualdad so-
cial». También la UNESCO, desde los años 80, urge «en primer lugar a 
nombrar a las mujeres y sus experiencias, y en segundo lugar a utilizar 
un lenguaje neutral». En el Estado español, la Ley Orgánica de Igualdad 
establece diversas vías de introducción del lenguaje no sexista, entre las 
cuales interesa ahora la introducción, entre los criterios generales de 
actuación de los poderes públicos, de «la implantación de un lenguaje 
no sexista en el ámbito administrativo». Fruto de ello son algunos tex-
tos legales que, como veremos, van incorporándolo en su misma re-
dacción o las Normas mínimas para evitar la discriminación de la mujer 
en el lenguaje administrativo elaboradas por el Consejo General del Po-
der Judicial en 200968.

Por el contrario, la mayor parte de los textos legales reguladores 
de las personas jurídicas empresariales, incluyendo los de las coopera-
tivas, adolecen del exclusivo uso de genéricos masculinos: el «empre-
sario», «los apoderados», «los administradores», «los socios», «los ac-
cionistas» «los fundadores», «el notario autorizante», «el registrador 
mercantil», «los consejeros», «los obligacionistas», «el auditor», «los 
acreedores», «los liquidadores», «los contratantes», «el vendedor», 
«el comprador», «el contratista», «el comisionista», «el portador»... 
y un sinfín más. Frente a ello, las recomendaciones para la práctica del 
lenguaje no sexista incluyen: preferir el uso de palabras o términos no 
sexuados, es decir, sin variación por el género, utilizar términos colecti-
vos, abstractos, expresiones equivalentes, la forma femenina y mascu-
lina, las barras, la arroba... escogiendo, cuando hayan varias opciones, 
la mas sencilla de leer.

Es una satisfacción constatar que diversas leyes cooperativas del Es-
tado español han ido incorporando el lenguaje inclusivo en su redac-
ción. Es el caso de las Leyes de cooperativas de la Comunidad de Casti-
lla-La Mancha, de la Comunidad Valenciana, de Galicia y de Andalucía. 
También parece llegado el momento de que las propias entidades de la 
economía social comiencen a adoptarlo, tanto en su comunicación in-
terna como externa, con especial incidencia en las campañas publicita-
rias y promocionales que se puedan desarrollar.

68 Consejo General del Poder Judicial, Comisión de Igualdad: Normas mínimas 
para evitar la discriminación de la mujer en el lenguaje administrativo, http://www. 
poderjudicial.es/cgpj/es/Temas/Igualdad-de-Genero/Normas-minimas-lenguaje-inclusivo/, 
21/01/19, 14:24.
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